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 El proceso no ha terminado y, si ardua es la realización de las obras, el proceso de correcta recaudación de los gastos ocasionados es labor de titanes; si la oposición de los ciudadanos a la realización de las obras, obstinada, la resistencia a satisfacer su importe una vez ejecutadas, numantina.

(CALVO SALES, Teresa, Manual práctico de la ejecución subsidiaria de obras por incumplimiento del deber de conservación. Aspectos urbanísticos y recaudatorios. El Consultor de los Ayuntamientos, Madrid, 2005. En su introducción a las cuestiones recaudatorias.)
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Antecedentes y objetivos


 Incipiendum aliquando, o traducido a nuestra lengua cervantina alusión al hecho de que «principio quieren las cosas», y es que no se me ocurre mejor manera de empezar este trabajo de investigación que tiene entre sus manos, que explicando los motivos que me llevaron a realizarlo.

El primero es, sin duda, el de elaborar un estudio de naturaleza jurídica, lo más completo posible, que abarque la totalidad de las actuaciones y procedimientos que componen o inciden en la recaudación ejecutiva, enfocado a la casuística municipal, y al objeto de que pueda servir como obra de consulta en cualquiera de los más de ocho mil Ayuntamientos que componen nuestra realidad local, con independencia de su tamaño o situación geográfica. Se pretende con ello contribuir, en la medida de la posible, a la mejora de los distintos servicios y departamentos dedicados a la recaudación ejecutiva.

Ello supone abarcar un extenso paradigma de actuaciones, algunas de las cuales podrían constituirse por sí mismas en temática para el desarrollo de una publicación, por lo que deberemos, en aras de la extensión de la obra, abreviar en distintos apartados, entendiendo que la parte más completa y específica del estudio es la que se corresponde con los Capítulos 3 y 4, dedicados al embargo y a la enajenación, pero de manera que, en el resto de los temas abordados, la obra no pierda su naturaleza analítica, presentando un serio estudio jurídico de todas las materias que se abordan, y cuya mención resulta imprescindible en el examen de la recaudación ejecutiva.

Desde luego ha sido una tarea difícil de gestionar, y posiblemente provoque en el lector la sensación de que, a su gusto, debería haber incidido más, o dedicado más recursos, al desarrollo de determinados capítulos de la obra, algo lógico, por lo que pido disculpas, argumentando en mi defensa que finalmente me he visto obligado a retirar partes del trabajo que entendía daban demasiada voluminosidad a aspectos no esenciales del procedimiento.

Así, y como he relatado, se pretende, con esta investigación, cubrir la escasez de estudios monográficos que sobre la recaudación ejecutiva existen (1) , salvo manuales y artículos doctrinales que han servido para recoger las distintas modificaciones que en la materia se producen.

Y si bien nos hallamos todavía en la introducción de la obra, tal vez convenga ir perfilando el campo de actuación en el que centraré mis esfuerzos, al objeto de delimitar la extensa tarea que se acomete.

Para ello partiremos del concepto de gestión recaudatoria para acercarnos, desde la generalidad, al más particular de recaudación ejecutiva; así, el art. 2 del Reglamento General de Recaudación define el concepto de gestión recaudatoria como «el ejercicio de la función administrativa conducente al cobro de las deudas, sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza pública que deban satisfacer los obligados al pago» (2) .

Esta función administrativa goza de las prerrogativas y limitaciones propias de la Administración Pública. Así, y entre las primeras, destacamos la facultad de autotutela de los ayuntamientos en sus dos vertientes, declarativa y ejecutiva, y dentro de las segundas, de la vinculación de los mismos a sus propios actos declarativos de derechos en virtud del principio venire contra factum propium no valet (3) , y las posibilidades excepcionales de suspensión del procedimiento recaudatorio (4) .

Como ya hemos adelantado, constituye el objeto de la actividad recaudadora el cobro de las deudas de derecho público del Ayuntamiento, incluyendo tal concepto tanto las tributarias como las no tributarias, así como las sanciones.

Esta gestión recaudatoria se lleva a cabo en dos fases distintas: período voluntario de ingreso y período ejecutivo. Basándose esta distribución de las distintas consecuencias jurídicas que se derivan, para el deudor y para la propia Administración, en la circunstancia de que la deuda se encuentre en una u otra situación, y aludiendo, además, a la disimilitud entre ambos períodos, fundada tanto en la voluntariedad, o no, del sujeto pasivo a la hora de acometer el pago, como en el momento procedimental en el que se efectúa el pago (5) , y que afectará, entre otros, a los componentes de la deuda.

Llegamos así al período ejecutivo de ingreso y, por ende, a la ejecución forzosa, materia objeto del trabajo. Como es evidente, la recaudación ejecutiva constituye uno de los pilares del sistema tributario, pues de nada sirve establecer tributos sin la posibilidad de recaudarlos mediante algún tipo de procedimiento coactivo; en el caso español, la Administración goza de la prerrogativa de la autotutela ejecutiva, conceptualizada como el privilegio de ejecutar por sí misma sus propias decisiones en el procedimiento administrativo de apremio, con las limitaciones que la propia ley impone.

Anhelando, además, que este trabajo no sólo sea un análisis jurídico de todas las actuaciones que componen el procedimiento administrativo de apremio, me he propuesto, como segundo objetivo, llamar la atención, de quien sea tan amable como para leer la obra, sobre la falta de medios con la que algunos ayuntamientos afrontan esta actividad, principalmente en la Comunidad de Madrid (6) .

Y es que no es fácil, y en algunos municipios está por conseguir, encajar dos principios constitucionales básicos: el de autonomía local y el de suficiencia financiera, partiendo de los credos recogidos en la Constitución y de los establecidos por la Carta Europea de Autonomía Local.

Muchos han sido los trabajos y estudios realizados sobre distintas cuestiones relativas a la autonomía, competencia y suficiencia financiera de las Entidades Locales, pero, y es aquí donde pretendo centrar el debate con el propósito de que el mismo tenga una proyección de utilidad en la esfera de los Municipios ¿están realmente preparados los Ayuntamientos para asumir esta «carga» que resulta de la gestión, inspección y recaudación de sus tributos propios, al objeto de cumplir con los principios de autonomía y suficiencia financiera consagrados en los arts. 133.2 y 142 de la C.E.?

Las características más significativas del mapa local español son, en palabras de DIAZ ALONSO (7)  «la fragmentación, la heterogeneidad y la atomización, lo que conlleva la existencia de un alto número de municipios de muy reducido tamaño poblacional, de extensión territorial limitada y de base esencialmente rural, además de una manifiesta tendencia a la creación de nuevos municipios».

Al objeto de posicionar y seguir centrando la cuestión, señalaremos que de los 8.131 municipios que existen actualmente en España, según datos referidos al año 2019 y proporcionados por el INE (8) , 7.718 cuentan con menos de 20.000 habitantes (9) . Este hecho conlleva que estos Ayuntamientos no dispongan, en la mayor parte de los casos, de los medios humanos y técnicos necesarios para desarrollar de manera satisfactoria la gestión recaudatoria. Y no entro, siquiera, a plantear la situación de las casi 4.000 entidades de ámbito territorial inferior al municipio que existen, y que participan del sistema tributario gravando y exigiendo distintas tasas y precios públicos (10) .

Como en el resto de España, los 179 ayuntamientos que conforman la Comunidad de Madrid muestran una gran disparidad de población, que va desde los poco más de cuarenta habitantes de Madarcos a los más de tres millones del Ayuntamiento de Madrid, y a todos impone y concede la Ley las mismas competencias y obligaciones en el ejercicio de las actuaciones derivadas de la recaudación municipal.

Así, y sirviéndonos de la población para graduar o estimar el nivel de recursos de un municipio, mientras los 145 ayuntamientos que cuentan con menos de 20.000 habitantes suman menos del 10 por ciento de la población, los 34 que sobrepasan esta cifra albergan más del 90 % de los habitantes de la Comunidad de Madrid, según datos referidos al ejercicio 2020  (11) (INE).

Naturalmente, no es esta una cuestión que no haya sido anteriormente denunciada, TORNOS MAS (12)  dice, refiriéndose a los pequeños municipios, que: «sobre éste recaen competencias cuyo ejercicio no puede asumir con la eficacia requerida, por lo que de inmediato el mismo ordenamiento que le ha atribuido las competencias debe ofrecer vías de solución a esta situación.»

De modo que, como queda expuesto, han sido criterios de necesidad, de reivindicación y, por qué no decirlo, de gustos personales, tras muchos años de profesión, los que han justificado la elección de esta materia para el desarrollo de la investigación que ahora les presento, y si el esfuerzo realizado sirve de ayuda, en sus labores cotidianas, a quienes se acerquen a este trabajo doy por bien invertidas todas las horas que en su elaboración he consumido.






	 (1) 

	Esta situación ha sido definida por algunos autores como de «orfandad doctrinal» señalando que «se observa una pertinaz carencia de estudios sobre la recaudación quizás debida a la opinión negativa que sobre la misma se tiene», SERRANO ANTÓN F., La oposición a la vía de apremio, Aranzadi, Pamplona, 1998, págs. 27 y 29. En el mismo sentido el mismo autor en la obra Recaudación Ejecutiva y Hacienda Local, Civitas, Pamplona, 2008, pág. 23 y 25.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ampliando el espectro de lo dispuesto en el art. 160 LGT donde, de manera lógica, únicamente hace referencia a las deudas tributarias.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Doctrina de los actos propios que recoge el principio general que prohíbe que una persona pueda ir contra su propio comportamiento, mostrado con anterioridad, para limitar los derechos de otra.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	MARTINEZ LUCAS, José Antonio, «La revisión de oficio de los actos de gestión recaudatoria en el ámbito de la Seguridad Social», Actualidad Administrativa núm. 47, diciembre 1.996, pág. 1.009.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Si bien podría alegarse que en la fase del período ejecutivo en el que se aplica el recargo reducido (cinco por ciento) el deudor afronta, en ocasiones, de manera voluntaria la deuda, sin que medie aviso coercitivo, si bien no es menos cierto, y por eso hemos añadido en ocasiones, que ya se producen actuaciones coercitivas como es el de la compensación de oficio.


	 Ver Texto 
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	Cuyas circunstancias son las que mejor conozco al haber desarrollado en ellos la mayor parte de mi vida laboral.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	DIZ ALONSO, María Teresa, La modernización de la gestión tributaria en España, Trabajo de fin de Grado en Ciencias Políticas y Gestión Pública, Universidad Internacional de la Rioja, A Coruña, 2017. Pág. 19.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	https://www.ine.es/daco/daco42/codmun/cod_num_muni_provincia_ccaa.htm


	 Ver Texto 




	 (9) 

	De los que 1.352 tienen menos de 100 habitantes, y sólo 340 están comprendidos en la ratio de entre 10.000 y 20.000 habitantes.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Por aprovechamientos de montes, subastas de caza, etc.…


	 Ver Texto 




	 (11) 

	https://www.ine.es/jaxiT3/Tabla.htm?t=2881&L=0


	 Ver Texto 




	 (12) 

	TORNOS MÁS, Joaquín, «Prólogo» a la obra de BARQUERO ESTEVAN, Juan Manuel, Gestión Tributaria y Relaciones Interadministrativas en los Tributos Locales, Montecorvo y UAM Ediciones, Madrid, 1999. pág. 18.


	 Ver Texto 









Capítulo 1 Potestad organizativa y modelos de organización


 Todos debemos contribuir al sostenimiento del gasto público, este principio constitucional (1)  conforma el espíritu que rige nuestro sistema tributario, constituyéndose en el objetivo último de la gestión recaudatoria. Enzarza, lo expuesto, con lo señalado en el artículo 149 del mismo texto legal, donde el Estado se reserva para sí determinadas actuaciones legislativas, al objeto de garantizarse una potestad originaria de organización en el establecimiento y exigencia de los tributos, y preservando ciertos principios vertebradores que garantizan al conjunto de los españoles un tratamiento igual ante todas las Administraciones tributarias.

Las Entidades Locales fundamentan su legitimación activa, en la organización y desarrollo de la recaudación, en el marco de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LRBRL), en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante LGT) (2) , en el Real Decreto 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (en adelante TRLRHL), y destacando, en materia de recaudación, entre el resto de la normativa que desarrolla la legislación citada o la complementa, el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación (en adelante RGR), auténtico texto de cabecera en el desarrollo del procedimiento administrativo de apremio. Añadimos, por completar la cita legislativa, la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid, y la Ley 1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de Barcelona.

La existencia de diferentes niveles de gobierno y administración obliga a su interrelación, basándose ésta en los principios de unidad estatal y autonomía. En la gestión tributaria y en la inspección, nos vamos a encontrar con distintos grados de actuación del Estado dependiendo del tipo de figura impositiva de la que se trate, sin embargo, en la gestión recaudatoria ejecutiva, y una vez resueltas las cuestiones que sobre las actuaciones de liquidación se planteen, son los Ayuntamiento los que llevan en exclusiva el impulso de la tarea, salvo en ciertos grados de colaboración y de asistencia mutua, que analizaremos más adelante, y que son una muestra, en muchos casos, de la insuficiencia de medios con los que cuentan los municipios.

Centrándonos ya en la materia sobre la que versa este trabajo, señalaremos que el artículo 106.3 de la LRBRL establece que: «es competencia de las Entidades locales, la gestión, recaudación e inspección de sus tributos propios».

Sobre el desarrollo de esta competencia, y en cuanto a la forma de llevar a cabo la organización de la actividad recaudadora, indicaremos que ésta puede llevarse a cabo directamente por las entidades locales y sus organismos autónomos, por otras administraciones mediante la delegación de las competencias propias del Ayuntamiento, o a través de la firma de un convenio de colaboración con otra Administración Pública, aludiéndose expresamente a la posibilidad de que la recaudación la realice la Agencia Estatal de la Administración Tributaria (AEAT) en el artículo 8.3 del RGR.

Así, y en este ámbito organizativo, el art. 12 TRLRHL, en su apartado dos, señala que las Entidades Locales podrán, a través de sus ordenanzas fiscales, adaptar lo dispuesto en la LGT y en el resto del ordenamiento jurídico al régimen de organización y funcionamiento interno propio de cada una de ellas, sin que tal adaptación pueda contravenir el contenido material de dicha normativa.

Dicho lo cual, observamos que los Ayuntamientos tienen (3) , cuatro opciones al objeto de organizar directamente, y por sus propios medios, la recaudación municipal:


	
a)  Gestión directa, creando el departamento de recaudación (4)  dentro de la estructura administrativa del propio ayuntamiento, fórmula a la que se han acogido la mayor parte de los municipios que no han delegado este servicio.

	
b)  Mediante un organismo autónomo local (5) , justificando su existencia en las específicas necesidades que la gestión de un departamento altamente especializado necesita, y, también, en la dimensión del ente o entes a los que sirve. Como señala BARQUERO ESTEVAN «El organismo autónomo, y las entidades instrumentales en general, son fórmulas de personificación que responden a la idea de la construcción de la organización de determinados servicios de manera independiente del ente matriz, en busca de una mayor adecuación de tales organizaciones respecto de las características específicas de determinados servicios y, consecuentemente, de mayores cotas de eficacia y economía en su gestión». (6) 


	
c)  Sociedad Mercantil, con capital íntegramente local (7) . La creación de estas sociedades, bajo sistemas de funcionamiento privado (8) , no pueden oponerse a la necesidad de que el personal que autorice y firme las actuaciones administrativas sea funcionario (9) , al estar tales actos reservados a funcionarios, o al hecho de que determinadas actuaciones impliquen un ejercicio de la autoridad por quien las realiza. GARCÍA DE ENTERRÍA (10)  justifica la creación de estas sociedades en la necesidad de crear una organización técnica de naturaleza especial, distinta de la EELL que la crea, dotándolas de cierta independencia financiera y administrativa, toda vez que se rigen por sus propios estatutos, lo que ha llevado a que algunos autores, entre los que se encuentra el citado, a que las califiquen como de una «huida del derecho administrativo». Y si bien no es el cometido central de este trabajo abordar estas cuestiones, importantes pero alejadas de la esfera del análisis de la recaudación ejecutiva, sí debemos evidenciar, tal y como pone de manifiesto BARQUERO ESTEBAN (11) , que existe una clara controversia doctrinal entre aquellos que entienden que la creación de estos organismos, bajo la premisa de una mayor eficacia, supone en la práctica la quiebra de los principios constitucionales que dirigen la actuación de las AAPPP (12) , y sobre los que piensan que el control que las propias EELL realizan sobre dichos organismos impiden esta ruptura (13) .

	
d)  Mediante el auxilio de empresas privadas especializadas en la recaudación, lo cual no puede suponer la gestión indirecta del servicio, pero si la contratación de determinados trabajos administrativos que por su naturaleza no están reservados a personal con la condición de funcionario.



Sin embargo, los Ayuntamientos más pequeños, y por lo tanto con menos recursos, pues son estas circunstancias que suelen ir de la mano, se encuentran imposibilitados para prestar directamente este servicio, por lo que deberán acudir a la figura de la delegación, o a la colaboración interadministrativa, e, incluso, en los términos que comentaremos, a la gestión indirecta. Pero, y adelantamos nuestro mensaje de denuncia, advirtiendo que numerosas administraciones locales no podrán recurrir a estos modelos de auxilio, que ha creado la Ley en aras de ayudarles a superar su insuficiencia administrativa, por la negativa de las otras AAPP a asumir dicha gestión delegada, o de participar en la recaudación ejecutiva, en régimen de colaboración (14) .

1.  La delegación de competencias

Partiendo de lo expuesto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, según el cual: «es competencia de las entidades locales la gestión, recaudación e inspección de sus tributos propios, sin perjuicio de las delegaciones que puedan otorgar a favor de las entidades locales de ámbito superior o de las respectivas Comunidades Autónomas, y de las fórmulas de colaboración con otras Entidades locales, con las Comunidades Autónomas o con el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado», observamos que el legislador entendió que Diputaciones, Comunidades Autónomas y el propio Estado acudirían al auxilio de aquellos municipios que no contando con medios suficientes, decidieran hacer uso de esta posibilidad de delegar la recaudación ejecutiva.

De igual manera, y en desarrollo del art. 5 de la Ley General Tributaria, el artículo 8 RGR señala que la recaudación de las entidades locales podrá llevarse a cabo bien directamente por las propias entidades locales, bien por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, así como por otros entes territoriales a cuyo ámbito pertenezcan las primeras «con la distribución de competencias que en su caso se haya establecido entre la Entidad local titular del crédito y el ente territorial que desarrolle la gestión recaudatoria».

Esta posibilidad de delegación intersubjetiva se incluye, también, en el art. 7 TRLRHL, señalando, en su apartado 2, que el acuerdo que adopte el Pleno de la Corporación habrá de fijar el alcance y contenido de la referida delegación, publicándose para general conocimiento.

De esta suerte que los pequeños municipios, de casi todos los lugares de España (salvo excepciones, como por ejemplo los de la Comunidad de Madrid, a quienes no se les da esa opción (15) ), tienen delegada la gestión, recaudación e inspección de sus tributos en sus respectivas Diputaciones Provinciales o Comunidades Autónomas, o en Cabildos y Consejos insulares, en los casos de Canarias y Baleares.

Debemos tener en cuenta que el legislador, cuando articula los distintos mecanismos de delegación y colaboración entre las distintas administraciones, lo hace siempre en la idea de alcanzar una mayor eficacia y eficiencia en la prestación de los servicios. Así, la eficacia, como criterio orientador de la actuación administrativa, conlleva la exigencia de que el sistema sea efectiva y correctamente aplicado, tal y como señala BARQUERO ESTEVAN, cuando, refiriéndose a la gestión tributaria, afirma que «la efectiva y correcta aplicación de las normas que integran el sistema tributario constituye la exigencia fundamental del principio constitucional de eficacia» (16) .

Por su parte, la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, dispone en su preámbulo: «Esto se lleva a cabo mediante la coordinación por las Diputaciones de determinados servicios mínimos en los municipios con población inferior a 20.000 habitantes o la atribución a éstas de nuevas funciones como la prestación de servicios de recaudación tributaria, administración electrónica o contratación centralizada en los municipios con población inferior a 20.000 habitantes», materializándose este propósito, a efectos de la recaudación, en el artículo 36.1.f) LBRL, donde se atribuye a las Diputaciones la asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en período voluntario y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los municipios con población inferior a 20.000 habitantes.

No olvidemos, y aquí cito a ACÍN FERRER (17) , con quien comparto de manera absoluta las afirmaciones que realiza sobre este particular, que la delegación de la recaudación puede tener efectos muy ventajosos para los Ayuntamientos, así:


1º. «La estructura de los ingresos locales requiere aplicar un sistema de gestión complejo, frecuentemente sometido a variaciones normativas que implican cambios organizativos y técnicos cuasi-inmediatos, de muy difícil asunción por buena parte de los ayuntamientos. Las Administraciones Supramunicipales «y pensamos que en primer término las Diputaciones, a las cuales nos referiremos para simplificar» han de estar preparadas y dispuestas para dotarse de los medios técnicos, tanto personales como de instalaciones y tecnológicos, necesarios para realizar una gestión tributaria moderna, eficiente, que consiga un buen nivel de recaudación y simplifique el cumplimiento de los deberes formales de los contribuyentes.

Poniendo a disposición de todos los ayuntamientos las plataformas de servicios ofrecidas por las Diputaciones, se conseguirá en buena medida que todos los ciudadanos puedan acceder a servicios tributarios de similar nivel a los ofrecidos por municipios de gran población. Las economías de escala conseguidas cuando la gestión de los ingresos de diversos municipios corresponde a la Diputación son obvias, derivándose beneficios tales como notable reducción de costes, o posibilidad de formalizar interesantes convenios de colaboración inter- administrativa, fruto del papel representativo que pueden asumir los Entes que por delegación gestionan pluralidad de conceptos de ingresos locales.

2º. Un atributo significativo de la gestión realizada por las Diputaciones es su ámbito territorial, que posibilita que las actuaciones de inspección y recaudación ejecutiva puedan llevarse a cabo en el ámbito provincial, mientras que si el Ayuntamiento gestiona directamente, no pueden sus actuaciones extenderse más allá del territorio municipal.

3º. Cuando el Ayuntamiento carece de los medios precisos para realizar directamente la gestión y recaudación de sus ingresos, la delegación a favor de la Administración Supramunicipal es casi la única vía de que dispone el Municipio para ejercer legalmente las funciones que le corresponden.»



Pero, y como ya veníamos anunciando, no todos los municipios pueden acceder a solicitar de su Diputación (18)  auxilio en esta materia, y ello, nuevamente, porque el legislador incurre en imprecisión a la hora de especificar el alcance de esta competencia, provocando que, por ejemplo, los Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid no tengan la posibilidad real de delegar la gestión tributaria y/o la recaudación, toda vez que ésta no ha creado los instrumentos necesarios para asumir esta gestión, desentendiéndose de esta obligación con la cesión de los programas informáticos que componen el Proyecto GEMA (19) .

A este proyecto de Apoyo a la Mecanización de la Gestión Municipal (GEMA), se han adherido, en distintas fases, 178 municipios (todos los de la Región, excepto Madrid), además de 40 mancomunidades intermunicipales, 2 entidades locales menores, Belvis del Jarama y Real Cortijo de San Isidro, 14 organismos autónomos, 4 empresas municipales y 5 consorcios (20) .

Pero, y volviendo de nuevo al contenido del artículo 7 del TRLRHL, el legislador establece, a mi entender, imperativamente esta posibilidad de Delegación, cuando señala que: «las entidades locales podrán delegar en la comunidad autónoma o en otras entidades locales en cuyo territorio estén integradas, las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación tributarias que esta ley les atribuye». No parece, del literal del mandato, que influya aquí la voluntad de la Comunidad Autónoma, o de la Diputación en su caso, para organizar o no el servicio, toda vez que parece que esa posibilidad de cesión debe existir siempre para los municipios.

Esta misma oportunidad de delegación debemos entenderla también referida a los organismos autónomos de las Entidades Locales, merced a su inclusión en el art. 8 del RGR.

En cuanto al instrumento que formaliza esta delegación éste es el Convenio, del que, sin extendernos en su estudio, sí valoraremos que con la entrada en vigor de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante LRJSP) se ha producido una regularización del mismo por ley, que sustituye a la del año 1992, donde apenas se detallaba esta figura.

Así, en el Capítulo VI de LRJSP se sistematiza su marco legal y tipología, y se establecen los requisitos para su validez, desarrollando un régimen completo de los convenios, que fija su contenido mínimo, clases, duración, extinción y asegura su control por el Tribunal de Cuentas. La propia Ley, cosa que antes no hacía, define ahora el Convenio como un acuerdo: «con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes o las Universidades públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común».

El art. 48 LRJSP regula sus requisitos de validez y eficacia, de tal modo que, en ningún caso, pueden suscribirse convenios que supongan cesión de la titularidad de la competencia, debiendo la celebración de los mismos suponer una mejora de la eficiencia en la gestión pública, facilitar la utilización conjunta de medios y servicios públicos, contribuir a la realización de actividades de utilidad pública y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. A estos efectos se prevé que cuando el convenio tenga por objeto la delegación de competencias en una Entidad Local, deberá cumplir con lo dispuesto en la LBRL (21) .

En este detalle del contenido al que hacíamos alusión, el art. 49 recoge el englobado mínimo de los convenios administrativos (sujetos, competencia, objeto, obligaciones, compromisos económicos, consecuencias en caso de incumplimiento, criterios para determinar indemnización en su caso, mecanismos de seguimiento del mismo, régimen de modificación y plazo de vigencia (22) ).

Al convenio es necesario acompañar una memoria justificativa donde se analice su necesidad y oportunidad, su impacto económico, y el carácter no contractual de la actividad en cuestión, determinándose sobre su extinción que éstos finalizan por su cumplimiento o por incurrir en causa de resolución, siendo causas de la misma: el transcurso del plazo de vigencia, el acuerdo unánime de las partes, el incumplimiento de las obligaciones por alguno de los firmantes, por decisión judicial, o por cualquier otra causa prevista en la legislación, o en el propio convenio.

Aunque el tema de la Protección de Datos personales es una constante en cualquier procedimiento, en el acto de la delegación interadministrativa se suele plantear la cuestión de si es, o no, necesario contar con el consentimiento de los titulares de los datos a la hora de ceder los mismos a, por ejemplo, una Diputación tras la firma de un Convenio para la Delegación de la Recaudación Ejecutiva.

Esta cuestión ya fue resuelta por la Agencia Española de Protección de Datos en Informe 267/2010, donde, además de aclarar que habitualmente la Entidad Delegada pasará a ser a la vez Encargada y Responsable de los tratamientos (23) , manifiesta que la cesión se encuentra amparada en la legislación española (24) , por lo que no será necesario para la cesión de los datos el consentimiento de los afectados, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 6 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (en adelante RGPD), así como con lo señalado en el art. 8 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y de garantía de los derechos digitales, que bajo el epígrafe (en adelante LOPDgdd): Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos, plantea la misma cuestión.

2.  La colaboración interadministrativa, especial referencia a los convenios de la AEAT

El artículo 103.1 de la Constitución somete la actuación de las distintas AAPP a los principios de eficacia y coordinación, concretándose esta colaboración, en materia tributaria, en el art. 8 del TRLRHL (25) , donde se ordena la prestación de auxilio o colaboración con las entidades locales «en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales».

Citando a LUCAS DURÁN (26) , podemos señalar que: «la idea de coordinación se encuentra relacionada con la idea de cooperación para una mayor eficiencia del sistema, esto es, ordenar las políticas públicas de los distintos entes territoriales en un misma dirección, de manera que sumen y no se contrarresten unas con otras, lo cual en el ámbito tributario puede conllevar intercambio de información tributaria y aunar esfuerzos contra el fraude fiscal en los distintos tributos (estatales, autonómicos y locales).»

Este deber de colaboración es un principio fundamental de entre los señalados en el art. 3 LRJSP, y ya anteriormente incorporado y expresado en términos positivos (27)  en la Ley de Bases del Régimen Local, donde se ordena ajustar la relación de las Entidades Locales y de las demás Administraciones Públicas a los deberes de colaboración (28)  y asistencia (29) .

Cuando el principio que invoquemos sea el de cooperación, deberá suscribirse un convenio entre las partes, que debe perseguir como objetivos mejorar la eficiencia de la gestión pública, eliminar duplicidades administrativas y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, según reza el artículo 57 LBRL.

En materia de intercambio o suministro de información, y según lo expresado en los artículos 93 y 94 de la LGT, todas las entidades públicas están obligadas a proporcionar al resto de administraciones cuanta información con trascendencia tributaria les sea solicitada, así como a prestar su auxilio cuando sea pretendido (30) .

Es importante destacar en este apartado, que el legislador ha previsto el conflicto que se produce a la hora de recabar información sobre el contribuyente con la necesidad de que éste exprese su consentimiento para la cesión de sus datos, señalándose tal excepción en el art. 95 LGT, quedando así incorporada en los términos del art. 6 RGPD, donde se indica que no será necesario el consentimiento cuando esta cesión esté autorizada por alguna ley (31) .

En el ámbito de la Comunidad de Madrid, este «auxilio» en materia de recaudación ejecutiva se limita a la gestión de 24 diligencias de embargo de cuentas corrientes y de salarios con carácter mensual (32) , según solicitud que debe realizarse a la Subdirección General de Recaudación, dependiente de la Dirección General de Tributos de la Comunidad de Madrid. La regulación jurídica de esta colaboración la encontramos en la Orden 502/1995, de 24 de marzo, de la Consejería de Hacienda, sobre colaboración de la Comunidad de Madrid con las Entidades Locales en determinadas actuaciones del procedimiento de recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera del ámbito territorial de las mismas.

De hecho, y en la práctica, el solicitar el embargo de cuentas corrientes o salarios a través de la Comunidad de Madrid implica paralizar esos expedientes de apremio, toda vez que la contestación, positiva o negativa, puede tardar meses en producirse.

Poco más entusiasmo encontramos en la Agencia Tributaria. Así, el convenio de colaboración para la gestión de la recaudación ejecutiva suscrito en el año 2011 con la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) es modificado mediante Resolución de 11 de julio de 2014, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se publica la Adenda al Convenio con la Federación Española de Municipios y Provincias para la recaudación en vía ejecutiva de los recursos de derecho público de las corporaciones locales, al objeto de permitir la adhesión de los municipios de más de 20.00 habitantes (según datos INE 2013) lo que supone un avance desde los 50.000 censados exigidos en un principio, pero que sigue excluyendo a los municipios más necesitados, que únicamente podrán adherirse al convenio genérico de intercambio de información y retención de devoluciones (según convenio con la FEMP del año 2003).

Sin embargo, y al objeto de exigir la inclusión de nuestros pequeños ayuntamientos en ese Convenio para la Recaudación Ejecutiva, debemos señalar que la Ley no distingue ni de habitantes ni de medios, cuando impone el deber de colaboración por encima de la voluntad de quien está obligado a prestarlo, y así lo establece el propio Tribunal Supremo cuando en Sentencia de 29 de noviembre de 1995 (Rec. Núm. 704/1993) señala, en su FJ 4º, que: «la prestación de colaboración entre Administraciones Públicas es un principio esencial en toda organización integrada por una variedad de entes que, por lo que se refiere a la Administración General del Estado, la de las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la Administración Local está expresamente impuesta en el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sin que para ello sea preciso un acuerdo expreso para su efectividad, y sin que sea aceptable la negativa de la entidad cuya colaboración se solicita, basada en razones diferentes de la simple imposibilidad de atender al auxilio requerido».

En función de lo expuesto resulta claro que las actuaciones de colaboración constituyen un deber genérico, predeterminado por la norma, para la Administración cuyo auxilio se solicita; de manera que ésta únicamente podría fundamentar su negativa a prestar la asistencia requerida en base a las siguientes justificaciones:


	
1.  No le correspondan por territorialidad.

	
2.  Le faltan recursos para realizar la actuación solicitada.

	
3.  Que su realización conlleva un grave perjuicio a sus intereses.



Pese a lo expuesto, la AEAT ha venido negándose también al auxilio en la ejecución del embargo de bienes inmuebles fuera de la Comunidad Autónoma, argumentando que dicha petición debe realizarse al amparo de los convenios suscritos con la FEMP (a los que los municipios de menos de 20.000 habitantes no tienen acceso), o a través de la Comunidad Autónoma (33)  (pese a que el municipio que solicitó esta asistencia lo hizo a la AEAT porque la ejecución del bien embargado excedía el ámbito territorial de su Comunidad Autónoma).

Entendemos que aludir a la necesidad de que, para poder realizar esta colaboración, desde un punto de vista jurídico, sea necesario desarrollar el contenido del artículo 8 TRLRHL, que es lo que en la práctica supone el Convenio suscrito entre la AEAT y la FEMP, es negar el obligado cumplimiento que para todas las AAPP tiene dicho precepto, y dejar a la discreción de la parte a la que se solicita el auxilio la prestación, o no, del mismo.

A mayor abundamiento en la improcedencia de dicha contestación, es importante apuntar que continua vigente la Circular 4/1990, de 12 de noviembre de la Dirección General de Recaudación (hoy Departamento de Recaudación de la AEAT), en la que se establece el procedimiento para la colaboración entre la Administración del Estado y las Entidades Locales para la recaudación ejecutiva, señalando que ésta es efectiva con la simple solicitud del Alcalde de la Corporación, que es quien debe solicitar el auxilio al Delegado Provincial de la AEAT.

No debemos olvidar que ya la disposición normativa que creó la Agencia Tributaria (34) , contempla la posibilidad de que esta Organización Administrativa recaude recursos de otras Administraciones distintas del Estado, encomendándosele dicha gestión por Ley o por Convenio.

En estos supuestos, la competencia sobre las actuaciones realizadas, aunque excedan del término municipal, sigue siendo de la EELL; el Estado y las CA sólo la ejercen en virtud del deber de colaboración, y es siempre el Ayuntamiento quien tiene la decisión de ejecutar o no, dicha competencia, fuera del término municipal (35) , es decir, el que habilita a la AEAT o al Estado a realizar esta actividad. Este traslado del ejercicio de la competencia supondría una encomienda de gestión, no de carácter general sino para una particular actuación.

El punto 3, del citado artículo 8 del TRLRHL, se limita a señalar que la solicitud de colaboración se realizará previa solicitud del presidente de la Corporación, lo que puede plantear el debate de qué es lo que ocurre cuando es la Entidad Delegada, por ejemplo, una Diputación, la que debe solicitar el auxilio de la Comunidad Autónoma, o de la AEAT, para realizar una actuación de embargo como consecuencia de un tributo municipal (36) .

Llegamos así a la mención del Protocolo de Colaboración firmado y suscrito entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias el 15 de abril de 2003, al que se unieron una serie de convenios, y que supuso un importante avance para los municipios al poder localizar cuentas corrientes de sus deudores (aunque tal conocimiento no significa que se tenga acceso a la traba, como veremos cuando tratemos el problema de la territorialidad), y por la posibilidad de embargar las devoluciones que por cualquier motivo tuviera que realizar el Estado a los deudores a la Hacienda Municipal; los convenios son:


	
a)  Convenio de colaboración entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias en materia de suministro de información de carácter tributario.

	
b)  Convenio de colaboración entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias en materia de intercambio de información tributaria y colaboración en la gestión recaudatoria con las Entidades Locales, al que se le añadió adenda del 13 de diciembre de 2006.

	
c)  Convenio de colaboración entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias para la recaudación ejecutiva de los tributos de las Entidades Locales por parte de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Este convenio fue sustituido el 28 de abril de 2011 por el Convenio entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias para la recaudación en vía ejecutiva de los recursos de derecho público de las Corporaciones Locales, y modificado por Adenda de 27 de junio de 2014, que permite a los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes adherirse ahora al mismo (encontrándose hasta entonces esta posibilidad limitada a los de más de 50.000). Es éste un convenio competencial, pues, en palabras de GARCÍA MARTÍNEZ «la función principal de este Convenio estriba en atribuir a la AEAT el ejercicio de las competencias que se especifican en el mismo respecto a la recaudación ejecutiva de los tributos locales…. Respecto a ese traslado del ejercicio competencial, se ha calificado por la doctrina como una encomienda de gestión, si bien de caracteres atípicos, muy cercana, en cualquier caso, a la delegación intersubjetiva ascendente (37) ».



Como ya hemos venido denunciando en este trabajo, el Convenio para la recaudación ejecutiva, que podría ser una solución para la falta de medios que sufren los pequeños municipios, tiene una limitación importante: y es que no puede ser suscrito por aquellos municipios más necesitados de esta medicina, esto es, por los que tienen menos de 20.000 habitantes, situación que se ve agravada en la Comunidad de Madrid al no poder encomendarse tampoco esta competencia a la Comunidad Autónoma (38) .

Este acuerdo contiene otras limitaciones importantes en la esfera de las Haciendas Locales, como aquella que afecta al importe de las deudas (60 euros de principal para las tributarias, y 1.500 euros para las no tributarias), lo que no permite el seguimiento de una gran parte de las liquidaciones que se generan en la Administración Local (IVTM, Tasa de basura, Licencias, etc.). Otra es la referida a la exclusión de aquellos tributos cuya gestión recaudatoria hubiese sido asumida previamente por la Comunidad Autónoma (lo que como reiterativamente advertimos, no es el caso de los municipios de la Comunidad de Madrid).

Lógicamente, la realización de este trabajo por la AEAT está retribuido, y no escasamente, a mi entender. Así, se fija un importe fijo de 3 euros por cada deuda incorporada al SIR, el porcentaje del 9 por ciento de las deudas recaudadas y el 4 por ciento de los importes cancelados por cualquier motivo distinto a la data por cobro.

En la actualidad han suscrito este Convenio para la recaudación ejecutiva, en el ámbito de la Comunidad de Madrid, los Ayuntamientos de Algete, Aranjuez, Boadilla del Monte, Fuenlabrada, Leganés, Madrid, Majadahonda, Parla, Pinto, Pozuelo de Alarcón, Rivas-Vaciamadrid, San Sebastián de los Reyes, Torrejón de Ardoz, Torrelodones y Valdemoro (39) .

Ante la imposibilidad de aspirar a una gestión integral de la recaudación ejecutiva, los pequeños municipios han venido obligados a adherirse al Convenio de colaboración entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias en materia de intercambio de información tributaria y colaboración en la gestión recaudatoria con las Entidades Locales, que les permite el embargo de devoluciones tributarias gestionadas por la AEAT.

En cuanto a la Seguridad Social, ésta ha desarrollado un proceso normalizado de suministro de información sobre la situación laboral de los trabajadores (empresa en la que presta sus servicios el deudor) que permite el intercambio de información masiva, de manera rápida y eficaz, siempre y cuando se respeten los protocolos de acceso e intercambio de información, actuación que sí permiten y contemplan las aplicaciones informáticas suministradas por la Comunidad de Madrid a través del proyecto GEMA.

Con escasa repercusión en la esfera de los tributos locales (40) , pero con incidencia en nuestro ordenamiento, debemos mencionar la existencia de la normativa de la Unión Europea imponiendo la colaboración entre las distintas Administraciones Tributarias en el ámbito del suministro de información. Así, el 11 de marzo de 2011 fue publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea la Directiva 2011/16/UE (41) , dirigida a impulsar la asistencia entre las Administraciones tributarias de los Estados miembros y configurada como un instrumento para superar los efectos negativos de la creciente internacionalización de los mercados (42) . Y es que como se señala en la exposición de motivos de la Directiva 2014/107/UE del Consejo, de 9 de diciembre de 2014, que modifica la anterior en lo que se refiere a la obligatoriedad del intercambio automático (43)  de información en el ámbito de la fiscalidad: «Las rentas no declaradas y no gravadas comportan una reducción significativa de los ingresos fiscales nacionales. Urge, por tanto, mejorar la eficiencia y la eficacia de la recaudación de impuestos. El intercambio automático de información constituye una herramienta importante a este respecto y, en su Comunicación de 6 de diciembre de 2012, relativa a un plan de acción para reforzar la lucha contra el fraude fiscal y la evasión fiscal, la Comisión destacó la necesidad de promover enérgicamente el intercambio automático de información como el futuro estándar europeo e internacional de transparencia e intercambio de información en el ámbito fiscal.»

Además del intercambio de información estas Directivas permiten el auxilio en actuaciones ejecutivas (embargos o medidas cautelares) formulando la posibilidad de «peticiones de cobro», estableciendo como límites en la solicitud de las mismas el que tales actuaciones sean subsidiarias de otros intentos de embargo realizados en el territorio nacional, y que las deudas a trabar tengan una cuantía mínima de 1.500 euros.

En cuanto a la colaboración entre los Estados de la Unión Europea la directiva 2010/24/UE permitió la asistencia mutua en materia de tributos locales y autonómicos, algo que no contemplaba anteriormente la normativa comunitaria (44) .

Para finalizar este apartado de la colaboración internacional, señalar que la Disposición adicional decimotercera LOPDgdd da cobertura a tales comunicaciones indicando que las transferencias de datos tributarios entre España y otros Estados o entidades internacionales o supranacionales, se regularán por los términos y con los límites establecidos en la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados de la Unión Europea, o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales, así como por las normas sobre la asistencia mutua establecidas en el Capítulo VI del Título III de la Ley General Tributaria.

Como resumen de lo observado señalaremos que la colaboración interadministrativa es necesaria en dos situaciones:


	
1.  Cuando la escasez municipal de medios, técnicos y/o humanos, para hacer frente a sus competencias tributarias así lo aconsejen, y

	
2.  Ante la imposibilidad de ejercitar dichas competencias fuera del ámbito geográfico en el que el Ayuntamiento puede desarrollar las mismas, esto es el término municipal.



Y como conclusión de la delación, que hemos convertido en bandera de esta publicación, citaremos a ACIN FERRER cuando dice: «Los principios de cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas se han reiterado en dichas normas hasta convertirlos en «cuasi-retóricos» por inaplicados». (45) 

3.  Los órganos de recaudación y el personal a su servicio

Hemos hecho alusión a los problemas de medios técnicos que tienen los pequeños Ayuntamientos, y nos vamos a centrar a continuación en el análisis de alguno de los aspectos que se refieren a los recursos humanos de los que disponen.

3.1.  La jefatura de los servicios de recaudación

Dentro de esta mención que estamos haciendo del sistema organizativo, debemos señalar que la Jefatura de los Servicios de Recaudación corresponde, de conformidad con lo señalado en el artículo 5.1. Real Decreto 128/2018 (46) , de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, a los Tesoreros, partiendo de la hipótesis de que esta figura recae en funcionarios con habilitación nacional de la subescala Intervención-tesorería (47) , por la propia norma que regula tal principio.

Así se ha venido a poner remedio a la situación, que por mor de la falta de medios que venimos señalando, y por la propia legislación reguladora de la actividad, permitía que fuera un concejal el que realizara estas funciones de tesorero en los municipios de menos de 5.000 habitantes (48) . En este supuesto, a la lógica falta de conocimientos técnicos se sumaba el problema de la condición de la persona que desempeña el cargo, ya que ésta venía a desarrollar actuaciones (dictar providencias de apremio, actuaciones de embargo, etc.) reservadas a funcionarios. Anteriormente a esta modificación, en los municipios de entre 5.000 y 20.000 habitantes el Tesorero podía ser un funcionario, con o sin habilitación nacional.

Buscando una mayor profesionalización de la figura del Tesorero, y desde luego su condición de funcionario, la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, reservó la Tesorería en todos los Ayuntamientos a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional. La imposibilidad material que tuvieron los menos preparados, normalmente todos aquellos que no llegaban a los 20.000 habitantes, para crear u ocupar estas plazas (incluso por falta de habilitados) motivó que el propio gobierno pospusiera la entrada en vigor de estas medidas hasta el 1 de enero de 2017 (49) . Llegados a esta fecha, sin que los Ayuntamientos hayan podido cumplir la medida propuesta, el propio Ministerio de Hacienda y Función Pública se vio obligado a señalar unos Criterios para el ejercicio de las funciones de Tesorería en Corporaciones Locales de menos de 20.000 habitantes a partir del 1 de enero de 2.017 (50) , que señala:


	
1.  Sobre los ayuntamientos con secretaría clasificada en clase 2ª (entre 5.000 y 20.000 habitantes) que: «los funcionarios de la corporación que venían desempeñando el puesto de tesorería, podrán continuar en el ejercicio de las funciones asignadas al mismo, de modo que se permita el funcionamiento ordinario de la Corporación y la salvaguarda de los intereses generales. Una vez que el puesto quede reservado a funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional…. La Comunidad Autónoma, a instancias de la Corporación, podrá proceder a la cobertura del puesto de tesorería mediante un nombramiento accidental o interino, de acuerdo con el artículo 92.bis).7 de la Ley 7/1985 y artículos 33 y 34 del Real Decreto 128/2018, de 29 de julio. Este nombramiento puede efectuarse en un funcionario propio de la Corporación local que viniese ejerciendo el puesto de Tesorero.»

	
2.  Ayuntamientos con secretaría clasificada en clase 3ª (menos de 5.000 habitantes): «En estas corporaciones no existe obligación de crear un puesto de tesorería como puesto independiente reservado a funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional…. Pudiendo acudirse para ello a alguna de las siguientes opciones:
	
-  Nombramiento mediante acumulación de funciones a otro funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional de otra entidad local.


	
-  Ejercicio de las funciones por los servicios de asistencia de las Diputaciones Provinciales.


	
-  Creación por la Comunidad Autónoma de una agrupación de municipios para el sostenimiento de un puesto de Tesorería, en los mismos términos indicados para los Ayuntamientos de clase 2ª.


	
-  En caso de no resultar posible ninguna de las opciones anteriores, ya sea por carecer de disponibilidad presupuestaria, ya sea por inexistencia o inaplicación de los restantes mecanismos, las funciones de tesorería podrán ejercerse por el funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional de la subescala de secretaria-intervención, que desempeña el puesto de secretaría, clase 3ª, y en su defecto por un funcionario de la Corporación local que ejerza estas funciones a título accidental.


	
-  En este mismo sentido, los secretarios interinos y con nombramiento accidental que actualmente desempeñen los puestos de secretaría, clase 3ª en Ayuntamientos y Agrupaciones de Municipios constituidas para tal fin, podrán seguir ejerciendo, igualmente, las funciones de tesorería, como propias de dichos puestos. (51) »








Estos criterios fueron criticados tanto por la FEMP (52) , que reclamaba la retirada de la norma, como por el Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros (53) , que solicitaba una interpretación más restrictiva de las modificaciones bloqueando el acceso al puesto a otros funcionarios que no fuesen habilitados. De cualquier manera, el nuevo Reglamento Regulador del Régimen Jurídico de los Funcionarios de Administración Local con Habilitación de carácter nacional, aun respetando las particularidades existentes en la actualidad, apuesta decididamente por la mayor profesionalización de la figura del responsable de los servicios de recaudación y gestión tributaria, encomendándole la jefatura del servicio a un habilitado nacional.

Conviene comentar, en este apartado dedicado a la figura del Tesorero, que cuando la recaudación ejecutiva está delegada en otra AAPP, la doctrina ha venido estudiando y discutiendo sobre quien tiene la faculta de dictar la providencia de apremio y la providencia que autoriza la subasta de bienes: si el Tesorero de la Entidad Delegante, o el de la Entidad Delegada (54) . La actual redacción del art. 70.3 RGR señala, sin lugar para la interpretación, que en el supuesto en los que se asuma mediante Delegación la recaudación ejecutiva las providencias de apremio serán dictadas por el órgano competente de dichas Administraciones.

Distinto es el supuesto en caso de que se ceda la gestión recaudatoria por encomienda de gestión, cuya regulación encontramos en el art. 11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, y se refiere a la transferencia de «actividades materiales, técnicas o de servicios», por lo que esta encomienda no supone, en ningún caso, la titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos de su ejercicio.

Así, el art. 11.2 de la Ley 40/2015 indica que: «es responsabilidad del órgano o entidad encomendante dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico den soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de la encomienda».

Significa ello que, en las actuaciones derivadas de convenios, la providencia de apremio y la autorización de la subasta de bienes inmuebles serán dictadas por el Tesorero del ayuntamiento titular del crédito.

3.2.  Naturaleza y funciones del personal adscrito a la recaudación municipal

La figura del recaudador (55)  se encuentra sometida al requisito de que dicho desempeño sea realizado por un funcionario, arts. 162 LGT (56)  y 10.2 RGR, y de conformidad también con la reserva de esta condición que exige la propia LBRL, en su artículo 92.3, para aquellos trabajadores que desarrollen funciones públicas, tanto por suponer un ejercicio de autoridad, o porque se reservan a funcionarios para la mejor garantía de la objetividad, imparcialidad e independencia en el ejercicio de estas.

Así, los funcionarios que realicen tareas de recaudación tendrán la consideración de agentes de la autoridad (57) , y si bien al estudio de sus actuaciones dedicaremos los siguientes capítulos de esta publicación, analizaremos ahora las facultades de las que gozan, y que son la que se recogen en el art. 142 de la LGT, señaladas para la inspección (58) , por mor de lo dispuesto en el art. 162.1 LGT mencionado, esto es:


	
I.  La posibilidad de acceder al examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con transcendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias (59) . A este respecto los artículos 93 y 94 de la LGT establecen la obligación de informar y colaborar, con carácter general, a toda persona natural o jurídica, pública o privada, con la Administración Tributaria. Lógicamente la información solicitada debe ser transcendente al propósito que se pretende, y proporcionada y necesaria para la consecución de los fines perseguidos (60) . Es importante destacar que la redacción de este artículo 142 LGT permite a los órganos de recaudación acudir a terceros relacionados con el deudor, por ejemplo, clientes o proveedores, para poder examinar su contabilidad y la restante documentación. A estos efectos, señalar que el art. 30 del Código de Comercio señala la obligación, para los empresarios, de guardar los libros, correspondencia, documentación y justificantes concernientes a su negocio, debidamente ordenados, durante seis años, a contar desde la fecha del último asiento realizado. En cuanto al deber de sigilo que le corresponde al personal al servicio de la Administración sobre el conocimiento de estos datos, esta obligación viene expresamente recogida en el art. 95.3 LGT (61) .

	
II.  La viabilidad de acceder a fincas o locales donde se desarrolle la actividad económica del deudor, o existan bienes propiedad del mismo. Para acceder al domicilio será precisó el consentimiento del deudor, o una autorización judicial (62) . Recibida la solicitud del Ayuntamiento, y en aplicación de la doctrina del Tribunal Constitucional, entre otras Sentencia 139/2004, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo valorará, y exigirá (63) , la concurrencia de los siguientes presupuestos:
	
1.  La existencia de un título ejecutivo, eficazmente documentado, con contenido coherente con la solicitud de autorización de entrada, y con clara delimitación del destinatario, que debe coincidir con el titular de la facultad de consentir el acceso al domicilio.

	
2.  La apariencia de legalidad de la actuación administrativa, al estar la actuación dentro de los límites de la competencia del órgano administrativo del que emana y hallarse notificada la decisión administrativa al destinatario (64) .

	
3.  Agotamiento de todos los demás medios para la ejecución forzosa que no exijan invadir el espacio privado.

	
4.  Que de la ponderación de intereses en conflicto resulte que debe ceder el particular frente al prevalente que defiende la actuación administrativa (65) .

	
5.  Caso de autorizarse la entrada deben fijarse las condiciones de dicha entrada para garantizar que no exceden de las actuaciones mínimas suficientes para conseguir las finalidades perseguidas por la actuación administrativa, y concretamente:
	
A.  Debe fijarse el plazo para iniciar y la duración máxima de la entrada. El número máximo de personas que podrán entrar, y designación de responsable de dirigirla. La extensión y límites del espacio en que se autoriza la entrada. Si puede prolongarse en horas nocturnas y garantías caso de interrupción por esta causa. Limitación de la orientación o finalidad del registro.

	
B.  Debe fijarse finalmente la obligación de la Administración de dar cuenta del resultado de la autorización, puesto que corresponde al juzgado el control de que se han respetado los límites establecidos.»









	
III.  La obligación que tienen los deudores de colaborar con el personal de la recaudación (66) , y de comparecer para las actuaciones a las que se les cite, planteando el art. 142.3 LGT de manera excepcional la obligatoriedad de que sea el obligado el que deba comparecer, sin posibilidad de que lo haga a través de representante, cuando la naturaleza de las actuaciones para las que se le cite así lo exijan, y que en el caso de la recaudación ejecutiva no tendría más fundamentación que el de ratificar el documento de representación que aportara un tercero, y sobre cuyo contenido pudieran plantearse dudas para la propia Administración.

	
IV.  La condición de agentes de la autoridad de estos funcionarios, y del auxilio que pueden reclamar del resto de las autoridades, lo que, como ya hemos señalado al inicio de este apartado, tiene trascendencia a efectos de las responsabilidades en las que incurren quienes atenten, coaccionen o amenacen a los funcionarios en el ejercicio de su actividad, en las situaciones y con las penas que se desarrollan en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 noviembre, del Código Penal (en adelante CP). Las penas que corresponden al funcionario público que omita el auxilio solicitado por una AAPP (67)  vienen señaladas en el art. 412 CP, agravándose las mismas si el sujeto requerido es autoridad, jefe o responsable de una fuerza pública.

	
V.  La posibilidad que tienen de adoptar medidas cautelares para garantizar el cobro de la deuda, contempladas en el artículo 81 LGT (68)  que analizaremos en este mismo trabajo, dentro de la parte que dedicaremos a las garantías de la deuda.

	
VI.  La facultad de requerir bienes y derechos al propio deudor, actuación que muchos Ayuntamientos practican (69) , en el desarrollo del procedimiento administrativo de apremio, en la búsqueda de dos objetivos, el primero, y realizado con la modalidad de correo certificado con acuse de recibo, en el de conseguir interrumpir la prescripción de la deuda, y segundo, y más importante, en el de brindar al deudor la oportunidad de que modifique el orden de embargo impuesto en el art. 169 LGT, de manera que la realización de sus bienes le ocasione el menor daño posible.

	
VII.  La facultad de realizar requerimientos dirigidos a la obtención de información, contemplada en los artículos 93 y 94 de la LGT, y que obliga a las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como a las herencias yacentes, y a las comunidades de bienes, a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas. Al objeto de eludir este imperativo, los obligados a realizarlo no podrán aludir al secreto bancario, o profesional, no resultando aplicable a esta cesión de información la necesidad de contar con el consentimiento del afectado.



La reticencia de algunas mercantiles a responder a estos requerimientos de información, en parte por la profusión de los mismos, ha llevado a que haya sido el TS el que en distintas Sentencias haya ido perfilando en qué circunstancias, y bajo qué requisitos son adecuadas estas peticiones al deber de suministro de información recogido en el art. 93 LGT. Así, en STS de 28 de noviembre de 2013 (rec. núm. 5692/2011) (70) , se señala, en su FJ 1º, los requisitos necesarios para la viabilidad y corrección de los requerimientos de información; disponiendo que: «… el deber de información con transcendencia tributaria sobre terceros ha de reunir una serie de requisitos, como son: 1º. Que exista relevancia ﬁscal de la información solicitada. 2º. Que la información se haya solicitado previamente al sujeto pasivo y sólo si resulta imposible obtener los datos, sea obligado recurrir al tercero con dicho ﬁn. 3º. Que los datos solicitados deben estar en posesión del tercero. Y 4º. Que dichos datos no estén ya en posesión de cualquier Administración o que el mismo requerido no haya suministrado ya los datos a la Inspección por otra vía procedimental.»

4.  Las entidades colaboradoras y las empresas auxiliares de recaudación

Los Ayuntamiento podrán externalizar, aún dentro de sus propias instalaciones, el servicio de caja que le convenga, con las entidades de crédito (71) , resultando esta actividad compatible con la de Entidad Colaboradora, si bien, prácticamente ningún ayuntamiento tiene contratado este servicio de caja, de manera que todos los ingresos son realizados en las oficinas de las propias entidades colaboradoras. Únicamente será obligatorio para el contribuyente realizar estos ingresos en las entidades de crédito que presten el servicio de caja en aquellos casos en que así se establezca por la normativa propia del Ayuntamiento.

Establecida esta colaboración, las Entidades que prestan el servicio están obligadas a realizar los ingresos que se produzcan en la cuenta restringida de recaudación que a nombre del Ayuntamiento se haya establecido, justificando diariamente, por los medios que se acuerden, los ingresos realizados, y trasfiriendo dichos fondos al Ayuntamiento con la periodicidad que se haya determinado (72) . Los pagos que deban realizar los obligados podrán realizarlos en metálico, o por cualquier otro medio de pago que previamente hayan acordado la Entidad que preste el servicio y el propio Ayuntamiento.

Asimismo, las Entidades de Crédito podrán colaborar en la Recaudación Municipal, sin que en ningún caso asuman la condición de órganos de recaudación, y sin que esta prestación pueda ser retribuida (73) .

El análisis de los lazos que mantienen Administración y estas entidades mercantiles podemos encontrarlo en la STS de 17 de abril de 1.999 (rec. núm. 3276/1994), donde en su F.J. 4º señala que: «las "entidades colaboradoras" son sociedades mercantiles, dedicadas al tráfico financiero en general, que actúan mediante empleados laborales que carecen de vinculación directa con la Hacienda Pública y que por virtud de acuerdos concretos ejercen también funciones de cooperación en las operaciones recaudatorias de los tributos, por cuya virtud la Sentencia invocada de 24 de abril de 1989 las declara "asimiladas" a las Cajas del Tesoro o a las Oficinas Recaudatorias, agregando " en lugar de caracterizarlas como mandatarias del contribuyente", precisamente —añadimos ahora— porque, como acabamos de ver, de quien son mandatarias las entidades colaboradoras es de la Hacienda Pública, lo que impide establecer la igualdad con los órganos administrativos de la mandante».

Como no puede ser de otra manera, si bien lo reflejan expresamente los arts. 18 y ss. RGR, los ingresos en los Bancos, Cajas de Ahorro y Cooperativas de Crédito (74) , pueden ser realizados por todos los contribuyentes, sean o no clientes de las mismos, mediante dinero, o mediante cualquier otra forma de pago que haya sido previamente concertada con el Ayuntamiento (75) , debiendo entregarse, en ese instante, el justificante del ingreso realizado (76) .

La propia validación que sobre la carta de pago realice la Entidad Colaboradora deberá cumplir unos requisitos, así el TEAC en Resolución de 28 de octubre de 2.004, dictada en recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio, señaló como requisitos de los justificantes que validen las entidades de crédito: «Fecha del ingreso, total ingresado, concepto, clave del Banco o Caja y de oficina, así como que el ingreso se ha efectuado en la cuenta del Tesoro.»

También el TEAC, en Resolución de 24 de febrero de 2.009, señala el poder liberatorio que para el contribuyente tiene el justificante entregado por la entidad colaboradora, aunque el mismo no se ajuste a los requisitos exigidos, o contenga inexactitudes (77) .

Las entidades colaboradoras, así como las que presten el servicio de caja, ingresarán en la cuenta del Ayuntamiento que a este fin se determine lo recaudado en cada quincena (78) , entregando la justificación de los pagos que integran la transferencia en la forma en que se determine.

Por los tribunales han sido dirimidas varias cuestiones que se han suscitado en el desarrollo de este servicio, como la relativa a la liquidación de unos intereses que la AEAT pretendía imponer como consecuencia de un retraso en el ingreso derivado de una huelga de empleados, y que la Audiencia de Sevilla (79)  procedió a anular, toda vez que esta circunstancia escapaba al control de la Entidad Colaboradora, por lo que no cabía responsabilizarla de este incumplimiento en sus obligaciones.

Otras controversias que se suscitan en la prestación del Servicio vienen determinadas por el nacimiento de recargos, o el pago de intereses, que el sujeto pasivo no está obligado a soportar, así como por la pérdida de estos ingresos por parte de la Administración, como consecuencia de algún error en la prestación de la asistencia; si bien hemos de destacar que las incidencias que se producen son insignificantes en relación del volumen de operaciones que se practica. Así, el TSJ de Valencia, en Sentencia de 26 de marzo de 1.999 (rec. núm. 1192/1996), y ante la demora que, en la realización de una transferencia, tuvo la entidad colaboradora, dio por buena la exigencia de intereses de demora que la AEAT impuso a dicha auxiliar. En el mismo sentido se pronuncia el TSJ de Castilla y León en Sentencia de 12 de febrero de 2010 (rec. núm. 147/2009), cuando el banco desatiende una orden de domiciliación, justificando el tribunal la exigencia del recargo de apremio (80) .

A mayor abundamiento, y en relación a las consecuencias que el retraso, por error, de la entidad colaboradora puede acarrear al contribuyente, el TSJ de Asturias en sentencia de 3 de octubre de 2.000 (rec. núm. 3755/1997), sobre una autoliquidación sellada por la entidad colaboradora el último día del período voluntario de ingreso, pero imputada un día después, señalo en su FJ 3º, que: «ni nos encontramos ante una orden de pago, sino ante un pago aceptado por la propia entidad colaboradora de la Hacienda Pública que procedió a extender en el documento destinado a tal efecto sello de la entidad sobre los datos anteriormente indicados, ni se puede imputar al contribuyente las obligaciones que incumben bien a la propia entidad colaboradora pues cuando la misma sella y firma la copia de la declaración y la devuelve hace realidad, como recoge la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de abril de 1.999, expedir un recibo en nombre de la Hacienda Pública, de cuyo efectivo cobro debe responder ante su mandante.» Dicha argumentación fue incorporada a la redacción del actual RGR en su art. 34.4 (81) .

Cuestión distinta a la anterior es la que supone que, dada la orden de pago el último día del período voluntario de ingreso, el abono se produzca en la cuenta del Ayuntamiento en fecha posterior, en este supuesto el TEAC, en Resolución de 6 de noviembre de 2.003, justifica el inicio del período ejecutivo y la exigibilidad del recargo (82) .

Hoy los aspectos sustantivos que organizan las relaciones de las Entidades Locales con las Entidades Colaboradoras se encuentran recogidas, de manera genérica, en el Cuaderno 60 de la Asociación Española de Banca.

Así, y de manera rápida y segura, mediante soporte electrónico o utilizando una plataforma de comunicación (83) , pueden recaudarse todo tipo de tributos y gravámenes: pagos de vencimiento periódico y notificación colectiva, tributos de pago único, autoliquidaciones, liquidaciones, multas, etc.

El cuaderno 60 nació en el mes de junio de 1992 como consecuencia de las solicitudes que los diferentes entes de la Administración estaban haciendo al Sistema Financiero para colaborar en la recaudación de sus tributos, satisfaciendo esas demandas y estableciendo un procedimiento normalizado único para el cobro de cuotas o tributos periódicos, ya fuese mediante la modalidad de pago por ventanilla o domiciliación en cualquier Entidad de Crédito operante en España.

En el año 1999, fruto de la experiencia alcanzada, tanto por las Entidades de Crédito como por las distintas AAPP, se amplió el procedimiento recaudatorio al resto de gravámenes y deudas no tributarias, implantándose un nuevo documento de pago (Modalidad 2) y un sistema recaudatorio para las autoliquidaciones cumplimentadas por el propio contribuyente (Modalidad 3).

Como consecuencia de la aplicación del Reglamento (UE) núm. 260/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012, se hizo necesario acomodar los procedimientos por los que los pagos considerados SEPA han de migrar a los formatos comúnmente establecidos. Para ello, se procedió a la adaptación de la codificación de la cuenta bancaria al código IBAN, así como en lo relacionado con la domiciliación bancaria de los pagos (84) .

Desde el punto de vista del contenido, el recibo debe cumplir con los requisitos del art. 23 del RGR, 102 de la LGT y del CSB 60 para su pago en entidades bancarias, siendo estos.


	
1.  Identificación del obligado tributario a través del nombre y del NIF.

	
2.  Elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.

	
3.  El plazo de ingreso.

	
4.  La modalidad de cobro.

	
5.  Los lugares, días y horas de ingreso.

	
6.  La advertencia de que, transcurrido el plazo de ingreso, las deudas serán exigidas por el procedimiento de apremio y se devengarán los correspondientes recargos del período ejecutivo, los intereses de demora y, en su caso, las costas que se produzcan.

	
7.  El cuaderno 60 añade la necesidad de utilizar el modelo de documento de pago que aparece en sus anexos, y establece que será necesario que figure en un orden predeterminado:
	
•  Nombre del Organismo Emisor.

	
•  Número de Identificación Fiscal (NIF) del Organismo Emisor.

	
•  Periodo de pago (Fecha de inicio y final del período) (85) .

	
•  Modalidad (1 o 2) para el pago de recibos o liquidaciones.

	
•  Referencia (para domiciliación).

	
•  Importe con 2 decimales.

	
•  Códigos numéricos correspondientes a la Emisora, Referencia, Identificación.







En el proceso participan:


	
-  Organismo Emisor: la entidad local recaudadora.

	
-  Entidad Gestora: es la que gestiona la recaudación. Generalmente coincide con el Organismo Emisor, pero puede ser otra entidad bancaria que canaliza las relaciones con las Entidades (86) .

	
-  Entidad Colaboradora: entidades de crédito autorizadas a recibir la recaudación; son las entidades en las que se puede efectuar el pago de los recibos.



Si, de la obligada vigilancia que los Órganos de Recaudación deben realizar de la prestación del servicio, se observa que la Entidad Colaboradora incumple con sus obligaciones (traspaso de saldos, entrega información, horario en la prestación del servicio de caja), estos deberán realizar propuesta razonada al Presidente de la Corporación al objeto de que proceda a suspender de manera temporal o definitiva la autorización para actuar como Entidad Colaboradora en la Recaudación. Es importante señalar, que entre los motivos de incumplimiento tasados en el artículo 17 del RGR se encuentra el eludir las órdenes de embargo realizadas por el Ayuntamiento.

Sobre los efectos de la medida de suspensión en la colaboración, el TS, en Sentencia de 29 de marzo de 2004 (rec. núm. 329/1999), ha señalado que dicha revocación no es una sanción (87) , sino una resolución de un contrato administrativo por incumplimiento de obligaciones (88) .

La falta de medios, a la que hemos hecho alusión, ha llevado a muchos Ayuntamientos a solicitar el auxilio de empresas especializadas en la recaudación municipal, como única forma efectiva de poder desarrollar las tareas necesarias para la gestión, inspección y recaudación de sus tributos (89) .

De esta manera los Ayuntamientos pretenden reducir costes, combatir la falta de medios humanos y técnicos de los que adolecen, y buscar una mejora en la eficacia de la gestión del servicio (que suele formar parte del precio del contrato) (90) .

Como antecedente próximo, podemos invocar la figura de los «recaudadores privados», figura contemplada en la ya derogada Ley del Régimen Local (91) , que permitía que la gestión recaudatoria se desarrollase por medio de gestión directa, seleccionando al prestador del servicio por medio de concurso. Esta figura, ya completamente extinta en nuestra legislación (92) , sigue provocando cierta «nostalgia» en pequeños ayuntamientos necesitados de ayuda en la gestión tributaria, inspectora, o recaudatoria.

Es importante recalcar que, a estas empresas auxiliares, y al personal a su cargo, no les están permitidas aquellas actuaciones reservadas a funcionarios, por implicar en su desarrollo el ejercicio de autoridad (93) . Este principio se recoge de manera taxativa en el artículo 284.1 de la LCSP, donde, dentro los límites que se señalan al objeto del acuerdo, se establece que, en ningún caso, podrán ser realizados contratos que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.

Hay que recordar que la Ley concede prerrogativas especiales a aquellos funcionarios que asuman las competencias propias de la recaudación municipal, que tendrán la condición de agentes de la autoridad, y que son las que se desarrollan y describen en el artículo 142 de la LGT, por señalarlo así expresamente el artículo 162 del mismo texto legal. Por ello la adjudicación a empresas o particulares de trabajos que impliquen suplantar por su personal estas facultades inherentes a la única condición de funcionario, supone la nulidad de pleno derecho o anulabilidad de los acuerdos de adjudicación, pero sin que esa nulidad, o anulabilidad se transmita a los actos realizados por las personas irregularmente contratadas (94) .

Ello no significa que el personal de estas empresas no pueda prestar funciones de asesoramiento en la gestión recaudatoria, o realizar cualquier actividad que pueda ser objeto de gestión indirecta (95) . Externalizar no significa que el servicio no continúe siendo público, pues continúa correspondiendo la planificación y control del mismo a la Administración contratante.

En este sentido, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, al responder a la cuestión planteada por un Ayuntamiento sobre la posibilidad de contratar una empresa que auxilie en trabajos propios de la recaudación municipal, estima aceptable dicha posibilidad, en informe 8/2004 de 12 de marzo, al tratarse de trabajos de asistencia a un funcionario en el ejercicio de la función recaudatoria.

5.  Derechos y garantías de los deudores y de los obligados

Si hemos advertido de algunas de las «penalidades» que se le van a imponer a los deudores y a otros terceros del procedimiento (96) , es también el momento de analizar los derechos y garantías que asisten a los obligados en el desarrollo del procedimiento administrativo de apremio.

Así, y en palabras de CANTERA CUARTANGO (97) : «La relación entre la Administración Tributaria y los contribuyentes ha sufrido una profunda transformación. La relación jurídico-tributaria tradicional basada en el ejercicio de potestades por parte de la Administración y en el cumplimiento de obligaciones por parte de los contribuyentes evolucionó hacia una relación más equilibrada en la que dichas potestades han de ser acompañadas necesariamente por el respeto a los derechos de los contribuyentes en los procedimientos tributarios».

Estos derechos, que tienen su origen en los que con carácter general se expresaban en las ya derogadas Ley 30/1992, de 26 noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (98)  y en su desarrollo, en materia tributaria, en la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de derechos y garantías de los contribuyentes, se concretan, en la actualidad, en el artículo 34 de la LGT; y de entre éstos, y con incidencia en el procedimiento administrativo de apremio, señalaremos:


	
a)  Derecho a ser informado y asistido por la Administración tributaria sobre el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. Y es que, qué mejor opinión que la del propio Ayuntamiento, a la hora de obtener un criterio sobre aquellas situaciones sobre las que se solicita información, toda vez que es la Administración que va a conocer y resolver el procedimiento. También debemos referirnos aquí a la Dirección General de Tributos, Órgano dependiente del Ministerio de Hacienda, que atendiendo a consultas de los contribuyentes aclara en sus Resoluciones, de manera vinculante para todas las AAPP (99) , cuantas cuestiones sobre la interpretación de la normativa tributaria, y sobre su aplicación, le son planteadas. En este sentido, y como no podía ser de otra manera, la LGT exonera de responsabilidad a los obligados sobre aquellas actuaciones tributarias y recaudatorias que se deban a una deficiente información de la AAPP, o a errores de los programas informáticos puestos a disposición del contribuyentes por la propia Administración, así, el artículo 179.2, d), señala que no habrá lugar a responsabilidad por infracción tributaria cuando el obligado tributario haya ajustado su actuación a los criterios manifestados por la Administración tributaria competente en las publicaciones y comunicaciones escritas a las que se refieren los artículos 86 y 87 LGT; y tampoco si el obligado tributario ajusta su actuación a los criterios manifestados por la Administración en la contestación a una consulta formulada por otro obligado, siempre que entre sus circunstancias y las mencionadas en la contestación a la consulta exista una igualdad sustancial que permita entender aplicables dichos criterios y éstos no hayan sido modificados. Por su parte, según el artículo 179.2.e) de la LGT, las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infracción tributaria cuando sean imputables a una deficiencia técnica de los programas informáticos de asistencia facilitados por la Administración tributaria para el cumplimiento de las obligaciones tributarias (100) . Así, STS de 4 de marzo de 2009 (rec. núm. 1338/2009), que en su FJ 5º advierte: «si el eventual infractor sigue el borrador de la Administración faltando el elemento subjetivo podrá haber rectificación de la autoliquidación, pero no un ilícito»,

	
b)  Derecho a obtener, en los términos previstos en esta ley, las devoluciones de ingresos indebidos que procedan, con abono del interés de demora, sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto. Y es que la realización de un pago que no corresponde otorga el derecho a que dicha cantidad se reintegre.

	
c)  Derecho a ser reembolsado del coste de los avales y otras garantías aportados para suspender la ejecución de un acto, o para aplazar o fraccionar el pago de una deuda, si dicho acto o deuda es declarado total, o parcialmente, improcedente por sentencia o resolución administrativa firme, con abono del interés legal sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto, así como a la reducción proporcional de la garantía aportada en los supuestos de estimación parcial del recurso o de la reclamación interpuesta. Con el límite del plazo de prescripción para ejercer este derecho contenido en el art. 66 de la LGT, en este sentido STS de 9 de mayo de 2013 (rec. núm. 3423/2010).

	
d)  Derecho a utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su comunidad autónoma, de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico. De tal forma que los Ayuntamientos que pertenezcan a una CCAA con varias lenguas oficiales, recibirán sus escritos en castellano o en la cooficial, y los impresos y la información que se facilite a sus contribuyentes deberá ir redactada en ambas lenguas.

	
e)  Derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que se es parte, en cualquier momento de su desarrollo, siempre que el procedimiento no haya concluido (101) .

	
f)  Derecho a conocer la identidad de las autoridades y personal al servicio de la Administración tributaria bajo cuya responsabilidad se tramitan las actuaciones y procedimientos tributarios en los que tenga la condición de interesado. Esta equidad va íntimamente ligada con la neutralidad de los funcionarios públicos, y con los procedimientos de abstención (102)  y recusación (103) . En definitiva, se trata de mantener el procedimiento a cubierto de toda colisión, o apariencia de colisión, entre intereses particulares y los del propio Ayuntamiento.

	
g)  Derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones por el deudor presentadas, así como derecho a obtener copia sellada de los documentos presentados ante la Administración, siempre que se aporten junto a los originales para su cotejo, y derecho a la devolución de los originales de dichos documentos, en el caso de que no deban obrar en el expediente.

	
h)  Derecho a no aportar aquellos documentos ya presentados, y que se encuentren en poder de la Administración actuante, siempre que el obligado tributario indique el día y procedimiento en el que los presentó.

	
i)  Derecho, en los términos legalmente previstos, al carácter reservado de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria, que sólo podrán ser utilizados para la aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de sanciones, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo en los supuestos previstos en las leyes. Este derecho se encuentra íntimamente ligado al deber de sigilo de los funcionarios públicos.

	
j)  Derecho a ser tratado con el debido respeto y consideración por el personal al servicio de la Administración tributaria.

	
k)  Derecho a que las actuaciones de la Administración tributaria que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que le resulte menos gravosa, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. En el procedimiento administrativo de apremio siempre le cabe al deudor la posibilidad de designar bienes, anteriores o no en el orden de embargo señalado en el art. 169 LGT, al objeto sean ejecutados para el pago de su deuda, intentando producir el menor perjuicio para él, en el procedimiento.

	
l)  Derecho a formular alegaciones y a aportar documentos que serán tenidos en cuenta por los órganos competentes al redactar la correspondiente propuesta de resolución. Este derecho ha sido perfilado por la jurisprudencia (104)  sobre si se puede presentar en cualquier momento, y/o en cualquier procedimiento, señalando el Alto Tribunal, ante la alegación de que se acepte una nueva documentación no presentada anteriormente, que el derecho a aportar documentación del contribuyente se refiere únicamente a cuestiones accesorias del pleito, no pudiendo aportarla sobre una cuestión que ya tiene las consecuencias de cosa juzgada. Sin embargo, STS de 20 de abril de 2017 (rec. 615/2016), si procede presentar en el momento de la revisión del acto (en el caso que se juzga recurso de reposición) documentación que no se presentará en el plazo de alegaciones con anterioridad al dictado del mismo, así FJ 3º: «Por tanto, debe concluirse que no existe inconveniente alguno en que el obligado tributario, que no presentó en el procedimiento inspector determinadas pruebas que fundaban su pretensión, las presente posteriormente en vía judicial, llamando la atención de la Sala que el Abogado del Estado plantee esta cuestión en casación por primera vez, pues en la contestación a la demanda obvió pronunciarse sobre este tema. (105) ».


	
m)  Derecho a ser oído en el trámite de audiencia, en los términos previstos en esta ley. Actuación fundamental en la recaudación ejecutiva, así: en los expedientes de derivación de responsabilidad, afección de bienes, embargos, tercerías. En estas fases, los interesados tienen el derecho a ser oídos y presentar documentación en trámite de audiencia, para que a la vista de las alegaciones presentadas (106) , y los medios de prueba aportados, se pueda dictar resolución ajustada a derecho.

	
p)  Derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el funcionamiento de la Administración tributaria. Todas las CCAA y algunos de los municipios de mayor población han instaurado, a semejanza de lo que ocurre en la Administración tributaria del Estado (107) , la figura del Defensor del Contribuyente. Es importante destacar que las quejas y sugerencias hacia ellos dirigidas no tienen la consideración y consecuencias que tienen los recursos administrativos, y que pueden tramitarse a la par que estos.

	
s)  Derecho a obtener copia a su costa de los documentos que integren el expediente administrativo. Este derecho podrá ejercitarse en cualquier momento en el procedimiento de apremio, con la única limitación que señala el deber de confidencialidad del Ayuntamiento con respecto a aquellos datos que no afecten al deudor, pero sí a terceros, por lo que las copias deben entregarse extractadas. Si, como es ya habitual, la documentación ha sido almacenada utilizando soportes informáticos las copias se facilitarán preferentemente por dichos medios.








	 (1) 

	Artículo 31.1 CE: «Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Que en su artículo 1 establece su aplicabilidad a todas las Administraciones.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	
De conformidad con lo señalado en el art. 85.2 de la Ley 7/1985, donde: «Los servicios públicos de competencia local habrán de gestionarse de la forma más sostenible y eficiente de entre las enumeradas a continuación:

A) Gestión directa:


	
a)  Gestión por la propia Entidad Local.


	
b)  Organismo autónomo local.


	
c)  Entidad pública empresarial local.


	
d)  Sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad pública.




Solo podrá hacerse uso de las formas previstas en las letras c) y d) cuando quede acreditado mediante memoria justificativa elaborada al efecto que resultan más sostenibles y eficientes que las formas dispuestas en las letras a) y b), para lo que se deberán tener en cuenta los criterios de rentabilidad económica y recuperación de la inversión. Además, deberá constar en el expediente la memoria justificativa del asesoramiento recibido que se elevará al Pleno para su aprobación en donde se incluirán los informes sobre el coste del servicio, así como, el apoyo técnico recibido, que deberán ser publicitados. A estos efectos, se recabará informe del interventor local quien valorará la sostenibilidad financiera de las propuestas planteadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

B) Gestión indirecta, mediante las distintas formas previstas para el contrato de gestión de servicios públicos en el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.»



	 Ver Texto 




	 (4) 

	Aquí las posibilidades son también varias. Así, y entre otras, algunos Ayuntamientos distinguen unidades administrativas para la gestión tributaria, la recaudación voluntaria y la recaudación ejecutiva, y otros agrupan el servicio en una única unidad denominada Oficina del Contribuyente, Agencia Tributaria Municipal, etc.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Diputación de Badajoz, Barcelona, Ayuntamiento de Cáceres, etc.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	BARQUERO ESTEVAN, Juan Manuel «La Organización de las Administraciones Locales para el desarrollo de sus competencias de gestión tributaria». Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica núm. 276, 1998, pág. 109.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Ayuntamientos de Alcobendas, Vera, etc.…


	 Ver Texto 




	 (8) 

	El art. 85 ter LRBRL, señala que: «Las sociedades mercantiles locales se regirán íntegramente, cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico privado, salvo las materias en que les sea de aplicación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero, de control de eficacia y contratación.»


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Tema que trataremos profusamente en el Cap. 1.3 Los órganos de recaudación y el personal a su servicio, con las limitaciones que se exponen en el Cap. 1.5 Las entidades colaboradoras y las empresas auxiliares de recaudación.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	GARCIA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ, T.R., Curso de Derecho Administrativo I, Civitas, Madrid, 1998. págs. 383 y ss.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	BARQUERO ESTEVAN, Juan Manuel «La Organización de las Administraciones…» op. cit. pág. 124.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	SALA ARQUER, José Manuel, «Huida al Derecho privado y huida del Derecho», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 75 (julio-septiembre), 1992, págs. 399-416.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	BORRAJO INIESTA, Ignacio, «El intento de huir del Derecho administrativo» Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 78, 1993, págs. 233-250.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Ya veremos que el ámbito geográfico y la falta de población condicionan este auxilio.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Justificaremos en este mismo apartado el porqué de esta afirmación.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	BARQUERO ESTEVAN, Juan Manuel, «La Organización de las Administraciones Locales…», op. cit., pág. 107.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	ACIN FERRER, Ángela, «La Delegación de la Recaudación», Boletín de Derecho Local núm. 2. Mayo 2009.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	O Comunidad Autónoma en el caso de las uniprovinciales.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Entre los que se incluye una aplicación para la gestión tributaria y la recaudación.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	http://www.madrid.org/cs/Satellite?c=CM_InfPractica_FA&cid=1142312439033&language=es&;pagename=ComunidadMadrid%2FEstructura


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Aludiendo a los arts. 7 y 27 del texto legal, donde se regulan competencias municipales y su posibilidad de delegación.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Los ya suscritos, y que tuvieran un plazo de vigencia superior, o no lo tuvieran, tendrán un plazo de vigencia de cuatro años, desde la entrada en vigor de la Ley, por la adaptación automática que de éste realiza la Disposición Adicional Octava.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	FJ 3º: «en caso de que por parte de la Administración a quien se encomienda la gestión tributaria por parte de varias Administraciones Públicas se proceda a la creación de tratamientos específicos para el desempeño de su actividad que supongan una organización interna de los datos facilitados por la Administración "delegante", de forma que es la propia Administración "delegada" la que decide sobre el tratamiento, su contenido y los usos que han de darse a los mismos (como sucedería por ejemplo, cuando dicha aplicación pudiera ser objeto de consulta por parte de otros órganos de esa Administración), la administración "delegada" sería responsable de un nuevo tratamiento, encontrándose sometida a todas las obligaciones que la Ley impone a la misma, entre ellas la de notificar ese tratamiento al Registro General de Protección de Datos. Así se ha pronunciado la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en Sentencia de 16 de noviembre de 2001, aclarada por Auto de 8 de enero de 2002.»


	 Ver Texto 




	 (24) 

	FJ 4º:«Tratándose de datos con trascendencia tributaria relacionados con la gestión de tributos locales, el artículo 2.2 de la Ley 39/1988 consagra el principio de que "para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de Derecho público debe percibir la Hacienda de las Entidades locales, de conformidad con lo previsto en el apartado anterior, dicha Hacienda ostentará las prerrogativas establecidas legalmente para la Hacienda del Estado, y actuará, en su caso, conforme a los procedimientos administrativos correspondientes". Por otra parte, la propia Ley de Haciendas Locales prevé, como se ha analizado detenidamente, la posibilidad de encomendar la gestión tributaria a otra Administración Pública, lo que supondría que la propia Ley de Haciendas Locales estaría dando cobertura a la cesión que en este supuesto se plantearía, que sería complementaria de lo establecido en el artículo 113 de la Ley General Tributaria.»


	 Ver Texto 




	 (25) 

	
Que reproducimos íntegramente por su interés, en el desarrollo que haremos de este apartado.

«1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las Administraciones tributarias del Estado, de las comunidades autónomas y de las entidades locales colaborarán en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales.

De igual modo, las Administraciones a que se refiere el párrafo anterior colaborarán en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales.

2. En particular, dichas Administraciones:


	
a)  Se facilitarán toda la información que mutuamente se soliciten y, en su caso, se establecerá, a tal efecto la intercomunicación técnica precisa a través de los respectivos centros de informática.


	
b)  Se prestarán recíprocamente, en la forma que reglamentariamente se determine, la asistencia que interese a los efectos de sus respectivos cometidos y los datos y antecedentes que se reclamen.


	
c)  Se comunicarán inmediatamente, en la forma que reglamentariamente se establezca, los hechos con trascendencia para los tributos y demás recursos de derecho público de cualquiera de ellas, que se pongan de manifiesto como consecuencia de actuaciones comprobadoras e investigadoras de los respectivos servicios de inspección.


	
d)  Podrán elaborar y preparar planes de inspección conjunta o coordinada sobre objetivos, sectores y procedimientos selectivos.




Lo previsto en este apartado se entiende sin perjuicio del régimen legal al que están sometidos el uso y la cesión de la información tributaria.

3. Las actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con los ingresos de derecho público propios de ésta, serán practicadas por los órganos competentes de la correspondiente comunidad autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos competentes del Estado en otro caso, previa solicitud del presidente de la corporación.

4. Las entidades que, al amparo de lo previsto en este artículo, hayan establecido fórmulas de colaboración con entidades locales para la gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho público propios de dichas entidades locales, podrán desarrollar tal actividad colaboradora en todo su ámbito territorial e incluso en el de otras entidades locales con las que no hayan establecido fórmula de colaboración alguna.»



	 Ver Texto 




	 (26) 

	LUCAS DURÁN, Manuel, «Nuevas figuras tributarias en el ámbito municipal ante la crisis financiera actual y su coordinación con la Hacienda autonómica y estatal», en MERINO JARA, Isaac (Coordinador), La Hacienda Local: cuestiones actuales, Ministerio de Hacienda, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 2013, pág. 253.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Para distinguir lo que la doctrina ha denominado dimensiones positivas y negativas de la colaboración administrativa vid. BARQUERO ESTEBAN, J.M., Gestión Tributaria y Relaciones Interadministrativas en los Tributos Locales, Montecorvo y UAM, Madrid, 1.999, págs. 52 – 55, o acudir a la conclusión sobre la cuestión perfectamente expresada por GARCIA MARTÏNEZ, Andrés, cuando afirma que: «El principio o deber general de colaboración interadministrativa tiene una dimensión negativa y una dimensión positiva. En su dimensión negativa constituye un límite jurídico constitucional a la actuación legítima de cada instancia, en el sentido de que el principio o deber de colaboración exige que las distintas instancias, cuando ejercen sus competencias, deben tomar en consideración los intereses del conjunto y deben respetar también los intereses propios de las demás. En su dimensión positiva, el principio o deber de colaboración exige a las partes una determinada actitud constructiva para con el conjunto y con las demás. Dicha actitud se traduce en «un deber de actuar sus propios poderes en beneficio de las otras instancias cuando ello resulte necesario para que éstas puedan cumplir eficazmente con sus propias responsabilidades». «La Colaboración Interadministrativa en la Recaudación Ejecutiva de los Tributos Locales», Revista Jurídica Universidad Autónoma Madrid, núm. 28, 2013. Pág. 72.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Art. 10.1, donde: «La Administración local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales respectivos».


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Art. 55.e): «Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran precisar para el eficaz cumplimiento de sus tareas».


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Este tema es objeto de desarrollo en esta misma obra, en el Cap. 1.3. Los Órganos de recaudación y el personal a su servicio.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	El art. 6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, sobre la licitud del tratamiento, nuevamente viene a incidir en que no será necesario el consentimiento del interesado cuando la cesión de datos realizada lo sea porque el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento. A sensu contrario, y sobre materia tributaria, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 1 de octubre de 2015 declaró que la Administración Tributaria debe informar a los interesados de las cesiones de datos que realicen a otras administraciones, lo que en palabras de BOCOS REDONDO, y analizando las consecuencias de dicha Sentencia, exige «una adecuación normativa porque si algo parece claro es que el ciudadano ha de ser informado cuando se produzca una cesión de datos entre Administraciones, excepto en cuestiones de seguridad nacional o con motivo de una persecución de un delito penal.» BOCOS REDONDON, Pedro, «Comentarios a una Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre cesión de datos personales entre Administraciones Públicas.» El consultor de los Ayuntamientos núm. 15-16, Agosto 2016. Señalar que no comparto la opinión expresada con anterioridad, pues la cuestión planteada por el gobierno rumano se refiere a la necesidad de comunicación al interesado como norma general, principio que comparte la LOPD y el RGPD, pero marcando determinadas excepciones, y una de la que nos ocupa es la contemplada en el art. 6 RGPD y en el art. 95 LGT, y que se refieren a que esta cesión de datos se realice en cumplimiento de una obligación legal.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Cantidad determinada por arbitrio de los funcionarios que realizan tal misión, y que en situaciones de exceso de trabajo ralentizan o advierten de retrasos en su desarrollo, toda vez que no queda determinada tal cantidad, ni ninguna otra, en la Orden 502/1995, de 24 de marzo, de la Consejería de Hacienda, que debería regir el procedimiento de este auxilio.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	Argumentación extraída de escritos dirigidos al Ayuntamiento de Alpedrete, en enero y junio de 2014, por el Subdirector General de Coordinación y Gestión de la AEAT, negando la colaboración solicitada para la ejecución de una anotación preventiva de embargo, realizada en Puebla de Montalbán, Toledo, toda vez que: «Ante esta situación, se recuerda que la colaboración establecida en la legislación de régimen local se articula en la actualidad a través del Convenio suscrito con fecha 28 de abril de 2011 de Prestación de Servicios entre la Agencia Estatal de la Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias para la recaudación en vía ejecutiva de los ingresos de derecho público de las corporaciones locales.»


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos para 1991, según redacción dada por Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	BARQUERO ESTEBAN, J.M., Gestión Tributaria y Relaciones Interadministrativas en los Tributos Locales, op., cit. pág. 70.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Pareciendo lo lógico que, siguiendo el criterio que se aplica sobre otros procedimientos delegados, sea el órgano competente de la entidad delegada el que realice la solicitud.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	GARCÍA MARTÍNEZ, Andrés, «La Colaboración Interadministrativa en la Recaudación Ejecutiva de los Tributos Locales», op. cit. pág. 78.


	 Ver Texto 




	 (38) 

	Toda vez que, como venimos denunciando en esta obra, la Comunidad de Madrid no acepta esta delegación de competencias en materia de gestión tributaria y recaudación de los municipios que la integran, y el convenio suscrito entre ésta y la AEAT tiene como objeto la recaudación sus ingresos de derecho público y el de otras administraciones cuya gestión recaudatoria hubiese asumido. https://www.agenciatributaria.es/static_files/AEAT/DOPRI/Fisterritorial/Autonomica/Comun/ContRelacionados/Colaboracion_Convenios/cuadro_convenios_recaudacion_ejecutiva.pdf


	 Ver Texto 




	 (39) 

	https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/_Segmentos_/Colaboradores/Colaboracion_con_las_Administraciones_Publicas/Convenios_de_colaboracion_suscritos_con_la_FEMP/Relacion_de_entidades_locales_adheridas/Comunidades_autonomas/Madrid.shtml


	 Ver Texto 




	 (40) 

	Salvo, tal vez, en los municipios turísticos.


	 Ver Texto 




	 (41) 

	Derogando la 77/799/CEE.


	 Ver Texto 




	 (42) 

	Las nuevas obligaciones de información que recoge tienen por finalidad conocer las cuentas que los obligados tengan abiertas en el extranjero, así como la existencia de determinados bienes y derechos.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	Ampliando el espectro de situaciones en los que se plantea la obligatoriedad del intercambio automático de información entre los Estados miembros sobre determinadas categorías de renta y de patrimonio, en particular las de carácter no financiero, que los contribuyentes mantienen en Estados miembros distintos de su Estado de residencia. Exigiendo un esfuerzo en la automatización en los procedimientos del intercambio de información.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	Así el art. 2, denominado «ámbito de aplicación» establece: «el conjunto de impuestos y derechos de todo tipo recaudados por un Estado miembro, sus subdivisiones territoriales o administrativas, comprendidos los entes locales, o en su nombre, o por cuenta de la Unión.»


	 Ver Texto 




	 (45) 

	ACÍN FERRER, Ángela, «Algunas reflexiones sobre la autonomía tributaria local», El Consultor de los Ayuntamientos núm. 1, enero 2019 pág. 1.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Al que en su nueva redacción añade, sobre lo dispuesto en el mismo artículo del Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, la jefatura de la gestión de ingresos (departamento de rentas o gestión tributaria).


	 Ver Texto 




	 (47) 

	Si bien en los municipios de menos de 5.000 habitantes las funciones de Tesorería recaerán en los funcionarios de la subescala Secretaría-intervención, en los municipios de gran población se estará a lo dispuesto en el Título X de la LBRL, y en los municipios de Madrid y Barcelona deberá estarse a su regulación específica.


	 Ver Texto 




	 (48) 

	Art. 2.f del ya derogado (por el 128/2018 reseñado) Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, de provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios con habilitación de carácter nacional


	 Ver Texto 




	 (49) 

	Mediante la modificación de la disposición transitoria séptima de la Ley 27/2013, por ley 18/2015, de 9 de julio, por la que se modifica la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	https://boletinjuridico.gtt.es/wp-content/uploads/2017/02/Informe-del-Ministerio-de-Hacienda.pdf


	 Ver Texto 




	 (51) 

	Lo cual crea a mi entender un problema al menos tan grave como el que pretende evitar, pues no se garantiza una mayor especialización del puesto, toda vez que hasta la fecha los secretarios-interventores no han recibido formación adecuada en materia tributaria, y mucho menos recaudatoria, y sin mejorar (al menos de manera demostrable) estas funciones, nos encontramos con la ruptura de un mantra hasta ahora incuestionable, y es el de que no deben coincidir en la misma persona la figura del gestor y la del interventor de esa gestión, así me permito traer a colación lo expuesto en Informe de Cuentas de Castilla y León 2006, donde: «En relación con lo informado por el Ayuntamiento sobre el desempeño de las funciones de Tesorería, hay que hacer las siguientes consideraciones: 1. La acumulación de las funciones de Tesorería al puesto de Intervención no es posible, dado que la normativa de régimen local establece la obligatoriedad de la firma de los tres "Claveros" (Ordenador de Pagos, Interventor, y Tesorero) en los movimientos de fondos de los Ayuntamientos (art. 5.2.c) del RJFHN). Además, existiría incompatibilidad entre ambos puestos, ya que entre las atribuciones de la Intervención se incluye la intervención material del pago, siendo el Tesorero el encargado de realizar materialmente los pagos (art. 4 y 5 del RJFHN).»


	 Ver Texto 




	 (52) 

	http://www.femp.es/comunicacion/noticias/el-presidente-de-la-femp-reclama-al-gobierno-que-retire-la-norma-que-exige


	 Ver Texto 




	 (53) 

	http://www.cosital.es/noticias-y-actualidad/1037-2017-02-03-13-32-06.html


	 Ver Texto 




	 (54) 

	Ello venía a colación de los señalado en el apartado 2 del artículo 19 del Real Decreto 1732/1994 (como hemos mencionado ya derogado), donde «en las Corporaciones Locales que hubieran encomendado la recaudación a otras Administraciones Públicas, de acuerdo con lo previsto legalmente, el puesto de trabajo de Tesorería no incluirá la Jefatura de los Servicios Recaudatorios respecto de aquellos tributos o ingresos que la Corporación no gestione directamente».


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Al igual que la del resto de personal del departamento (al menos de aquella parte del mismo que ejecute o dicte actos administrativos).


	 Ver Texto 




	 (56) 

	Art.162.1.LGT Para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los funcionarios que desarrollen funciones de recaudación podrán comprobar e investigar la existencia y situación de los bienes o derechos de los obligados tributarios, tendrán las facultades que se reconocen a la Administración tributaria en el artículo 142 de esta ley….162.2.LGT. Los funcionarios que desempeñen funciones de recaudación desarrollarán las actuaciones materiales que sean necesarias en el curso del procedimiento de apremio. Los obligados tributarios deberán atenderles en sus actuaciones y les prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.


	 Ver Texto 




	 (57) 

	La consideración de agente de la autoridad tiene trascendencia a efectos de las responsabilidades en las que incurren quienes atenten, coaccionen o amenacen a los funcionarios en el ejercicio de su actividad, en las situaciones y con las penas que se desarrollan en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 noviembre, del Código Penal.


	 Ver Texto 




	 (58) 

	A mayor abundamiento facultades de la inspección, RUIZ GARIJO, Mercedes, «La inspección tributaria», en MERINO JARA, Isaac (Director), LUCAS DURÁN, Manuel (Coordinador), Derecho Financiero y Tributario: Parte General, Editorial Tecnos, Madrid, 9ª edición 2020, págs. 500 y ss.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	A este respecto resulta ilustrativa la STSJ de Cataluña de fecha 1 de marzo de 2015 (rec. núm. 153/2014), donde autoriza a la AEAT a la apertura de varios sobres cerrados, que se encuentran en el interior de una caja de seguridad, y a cuyo desprecinto el deudor se opone aludiendo a su derecho a la intimidad, así en su FJ 7º el tribunal señala: «se estima necesaria y justificada cierta invasión del derecho a la intimidad del obligado tributario a fin de comprobar si el contenido de los posibles envoltorios pudiere ser susceptible de embargo y enajenación. Ahora bien, si, por el contrario, dicho contenido perteneciera a la esfera íntima del afectado, debe salvaguardarse en todo caso su derecho a la intimidad. Ahora bien, tal como pone de relieve la Sra. Abogada del Estado, en el artículo 103 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado en el que se estipuló la creación de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, ya se hizo constar en el punto 8 del régimen de personal, el deber de sigilo que recaía sobre los respectivos funcionarios, al establecer que «El personal de la Agencia estará obligado a guardar sigilo riguroso y observar estricto secreto respecto de los asuntos que conozcan por razón del desempeño de su puesto de trabajo. La infracción de los deberes de secreto y sigilo constituirá infracción administrativa grave, sin perjuicio de que por su naturaleza la conducta pudiera ser constitutiva de delito, y de la aplicación del régimen previsto en el artículo 111 de la Ley General Tributaria.»


	 Ver Texto 




	 (60) 

	Así, STS de 13 noviembre 2014, (rec. núm. 266/2012), donde se niega el derecho de la AEAT a realizar una petición genérica de propietarios de cajas de seguridad depositadas en una determinada oficina bancaria, toda vez que las solicitudes de información de los órganos de recaudación han de basarse en el propósito de perseguir una deuda concreta, que en este caso no existía, FJ 4º: «En suma, tratándose de la recaudación y, por lo tanto, de los órganos administrativos que la tienen encomendada, no cabe practicar requerimientos desvinculados del cobro o de la exacción de créditos concretos y específicos.»


	 Ver Texto 




	 (61) 

	Que califica, con independencia de las responsabilidades civiles o penales que pudieran derivarse, esta falta disciplinaria como muy grave.


	 Ver Texto 




	 (62) 

	Art. 113 LGT: Cuando en los procedimientos de aplicación de los tributos sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario o efectuar registros en el mismo, la Administración tributaria deberá obtener el consentimiento de aquél o la oportuna autorización judicial.


	 Ver Texto 




	 (63) 

	
Toda vez que como señala la STSJ de Cataluña de 14 Mar. 2013 (rec. núm. 166/2012), FJ 3º: «Es indudable, como hemos reiterado constantemente (en particular, en nuestras sentencias 55/2010, de 26 de enero de 2010; 270/2010, de 12 de marzo de 2010; 437/2010, de 6 de mayo de 2010; y 497/2010, de 20 de mayo de 2010) que:


	
a)  El Juez competente ex artículo 8.6 LJCA no debe conceder la autorización a que se refiere el artículo 142 LGT 58/2003 como un mero automatismo formal, pues si bien no se somete a su juicio, ciertamente, una valoración de la acción de la Administración, sí ha de pronunciarse sobre la necesidad justificada de la penetración en el domicilio de una persona (STC 22/1984).


	
b)  Antes que imponer al Juez la obligación de autorizar mecánicamente esas entradas, que ninguna garantía ofrecería a los derechos fundamentales, le ha otorgado la potestad de controlar, además de que el interesado es, efectivamente, el titular del domicilio para cuya entrada se solicita la autorización, la necesidad de dicha entrada para la ejecución del acto de la Administración, que éste sea dictado por la autoridad competente, que el acto aparezca fundado en Derecho y necesario para alcanzar el fin perseguido, y, en fin, que no se produzcan más limitaciones que las estrictamente necesarias para la ejecución del acto (STC 76/1992).


	
c)  El examen de la legalidad, necesidad, proporcionalidad, etc., no se realiza por el Juez a posteriori de las actuaciones administrativas sino con carácter previo: se trata de encomendar a un órgano jurisdiccional que realice una ponderación previa de intereses, antes de que se proceda a cualquier entrada o registro, y como condición ineludible para realizar éste, en ausencia de consentimiento del titular (STC 160/1991).»






	 Ver Texto 




	 (64) 

	Situación que es analizada, para el caso que juzga, con detalle en cuanto a la legislación aplicable y al derecho a la información que le asiste al contribuyente, por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga, Sentencia de 28 septiembre de 2018 (Rec. 14/2017) FJ 2º.


	 Ver Texto 




	 (65) 

	Reiterada doctrina del Tribunal Constitucional, por todas, STC 207/1997, viene estableciendo tres requisitos para que pueda considerarse la existencia de proporcionalidad en la restricción de derechos fundamentales: primero, que la medida sea susceptible de conseguir el objetivo propuesto; segundo, si es necesaria en el sentido de que no es posible adoptar otra medida más moderada para la consecución de tal propósito con igual eficacia; y tercero, que se deriven de la medida adoptada más beneficios para el interés general que perjuicios sobre los bienes o valores en conflicto, en este sentido Auto del Juzgado de lo Contencioso-administrativo núm. 1 de Tarragona, de 7 junio de 2019 (rec. núm. 211/2019).


	 Ver Texto 




	 (66) 

	La falta de asistencia dará lugar a las sanciones que correspondan, así STSJ del Principado de Asturias de 16 noviembre de 2017 (rec. núm.574/2016), donde señala en su FJ 4º: «En el presente caso la recurrente -a medio de su representante- hizo caso omiso a los requerimientos de aportación de documentos que reiteradamente le hizo la actuaria, según resulta de las Diligencias no 1, 2, 3 y 4 levantadas por la funcionaria, llegando incluso a negarse expresamente a otorgar autorización para el examen de las cuentas bancarias. Lo anteriormente indicado, es claramente demostrativo de la concurrencia de la tipicidad y culpabilidad en la conducta de la recurrente al ser estos requisitos, cuya concurrencia ha de valorarse en el supuesto de la infracción del art. 203.1 de la LGT, bajo prisma distinto a las restantes infracciones tributarias que en los art. 191 y ss. de dicha Ley se regula, siendo así que la infracción se comete, en este caso, al no facilitar la documentación requerida sin causa justificada alguna y a sabiendas de las consecuencias que de ello podían derivarse, tal y como aquí aconteció».


	 Ver Texto 




	 (67) 

	En el ámbito de la Administración Local la solicitud de auxilio debe ser realizada por el alcalde.


	 Ver Texto 




	 (68) 

	Distintas de las mencionadas en el art. 146 LGT específicas para la inspección, y que se vinculan no tanto a asegurar la determinación de la deuda como a su cobro, y siempre bajo la sospecha de un ilícito que no permitiría la realización de la misma en el supuesto de que no fueran adoptadas.


	 Ver Texto 




	 (69) 

	Al amparo de lo previsto en el art. 162.1 2º párrafo LGT.


	 Ver Texto 




	 (70) 

	Reproduciendo lo ya argumentado en Sentencia de 30 de junio de 2010 (rec. número 4614/2009).


	 Ver Texto 




	 (71) 

	A estos efectos, el art. 9.1. RGR establece que sólo podrán prestar el servicio de caja o ser entidades colaboradoras los bancos, las cajas de ahorro y las cooperativas de crédito.


	 Ver Texto 




	 (72) 

	Resulta de aplicación, a falta de acuerdo, lo dispuesto en el art. 28 RGR, donde las entidades de crédito que presten el servicio de caja ingresarán lo recaudado durante cada quincena dentro de los siete días hábiles siguientes al fin de cada una, comprendiendo, cada quincena, desde el fin de la anterior hasta el día 5 o 20 siguiente o hasta el inmediato hábil posterior, si el 5 o 20 son inhábiles.


	 Ver Texto 




	 (73) 

	El interés de los bancos para realizar este servicio vendrá dado por la posibilidad de captar nuevos clientes, prestar un mejor servicio a los que ya posee, y por la no retribución de intereses que, en estas cuentas restringidas, se suele convenir. Si fuera necesario pagar un precio por la domiciliación de recibos, o por su impresión. este tipo de colaboración debe materializarse en un contrato de servicios, de conformidad con lo establecido en el art. 17 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP).


	 Ver Texto 




	 (74) 

	El art. 9 del RGR de 2005 suprimió la expresión entidades de depósito.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	En cualquier caso, la utilización de otros medios de pago distintos al dinero de uso legal no puede suponer un coste para el Ayuntamiento.


	 Ver Texto 




	 (76) 

	Que consistirá normalmente en la validación de la carta de pago entregada por la administración, y que debe reunir los requisitos contemplados en el art. 41 RGR.


	 Ver Texto 




	 (77) 

	Así, en su FJ 4º: «Por tanto, y en contra de lo alegado, el efecto liberatorio del justificante debe mantenerse en aquellos supuestos en los que el obligado tributario haya actuado de modo diligente, dado que no se le puede responsabilizar en aquellos casos en que habiendo presentado su autoliquidación o liquidación en plazo y obtenido el correspondiente justificante en los términos del artículo 34.4, posteriormente por un defectuoso funcionamiento de la entidad colaboradora el ingreso en las cuentas del Tesoro se realice en un momento posterior».


	 Ver Texto 




	 (78) 

	Cada quincena se iniciará o finalizará los días 5 y 20 de cada mes, o inmediato hábil posterior, resultando a estos efectos inhábil el sábado, arts. 28 y 29 RGR.


	 Ver Texto 




	 (79) 

	Sentencia de 31 de enero de 1.986 (rec. núm. 173/1985).


	 Ver Texto 




	 (80) 

	Manifestando en su FJ 3º in fine: «Como correctamente indica el Abogado del Estado la actuación que haya podido tener la entidad bancaria al efectuar el pago del primer plazo y desatender el del segundo no puede imputarse a la administración, siendo el resultado que en la cuenta en la que se domicilio dicho pago, no fue atendido el mismo y la consecuencia es que quedo impagada la deuda en periodo voluntario lo que supone el inicio del periodo ejecutivo con la consecuencia del recargo de apremio».


	 Ver Texto 




	 (81) 

	En este mismo sentido son muchas las sentencias que señalan el efecto liberatorio que para el deudor tiene el pago realizado en la Entidad Colaboradora, así STS 15 de abril de 1992 y 17 de abril de 1999 (rec. núm. 3276/1994).


	 Ver Texto 




	 (82) 

	Se adhiere al mismo razonamiento el TSJ de Cataluña cuando en sentencia de 4 de febrero de 2.004 (rec. núm. 3180/1998) señala, en su FJ 3º, que: «No tiene razón la recurrente, como lo evidencia el examen de las actuaciones, siendo de aplicación el artículo 36 de la Ley General Tributaria y el artículo 25.3 del Reglamento general de Recaudación (hoy art. 34.5 RGR), precepto en el que se determina que las órdenes de pago dadas por el deudor a la Entidad de depósito no surtirán efecto frente a la Hacienda Pública, sin perjuicio de las acciones que correspondan al ordenante frente a la entidad por su incumplimiento.»


	 Ver Texto 




	 (83) 

	La plataforma más extendida, y que utilizan todas las entidades de crédito y muchos ayuntamientos es EDITRAN, desarrollada por Indra, que posibilita la comunicación directa entre aplicaciones informáticas residentes en diferentes máquinas y sistemas operativos distintos.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	La fecha de entrada en vigor de esta versión (60012) del Cuaderno 60 fue el 2 de noviembre de 2015, siendo el único procedimiento válido a partir de la misma.


	 Ver Texto 




	 (85) 

	Una característica del Cuaderno 60 es que permite fijar más de un periodo de pago, estableciéndose así en el mismo documento distintos importes a pagar. De esta manera algunos Ayuntamientos incluyen en los recibos dos referencias de cobro: una para el periodo voluntario de cobro y otra para el periodo ejecutivo con el principal más la suma del recargo reducido.


	 Ver Texto 




	 (86) 

	La posibilidad de utilizar una Entidad de Crédito como gestora presenta la ventaja de que disponiendo de los padrones puede emitir duplicados de los recibos y proporcionárselos al sujeto pasivo, simplificando además el control de los cobros al Ayuntamiento en tanto resume los ingresos de todas las Entidades Colaboradoras, siendo esta entidad la única que se comunica con el órgano de recaudación.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	Que era la postura mantenida por la Entidad de Crédito a la hora de oponerse a la medida aplicada, que cuantificaba la misma en los importes que por la resolución de la condición de entidad colaboradora dejaba de ingresar.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	Si bien la relación del art. 17 RGR no tiene la consideración de numerus clausus, si conviene mencionar la posibilidad de que la revocación de la condición de entidad colaboradora se produzca por solicitud o renuncia de la propia entidad de crédito que prestaba el servicio.


	 Ver Texto 




	 (89) 

	Utilizando para formalizar esta relación el contrato administrativo de servicios, según regulación dada por los arts. 15, 25 y 284 y ss. de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.


	 Ver Texto 




	 (90) 

	Sin embargo, no es menos cierto que, en ocasiones, esta «eficacia» lo que disimula es un afán recaudatorio, toda vez que los pliegos que justifican la adjudicación se basan únicamente en el menor precio o porcentaje sobre lo recaudado, sin primar la buena gestión mostrada en la calidad de las actuaciones, o el nivel de satisfacción de los usuarios. Tampoco se suele retribuir la elaboración de expedientes de data de valores por motivos distintos al cobro, lo que provoca la falta de minoración de estos créditos, y un presupuesto y una contabilidad municipal que no reflejan fielmente la situación crediticia del Ayuntamiento. Esta realidad ya fue denunciada por GARCÍA MARTÍNEZ, que abordando la cuestión desde una perspectiva sorprendente, plantea cuestiones como la lógica finalidad crematística del adjudicatario, la escasa formación del personal empleado (en aras de unas retribuciones básicas) y la propia posición del personal empleado (no funcionario y con lógica lealtad a los fines perseguidos por la empresa), a lo que se suma el poco control que las EELL ejercen sobre los mismos, que terminan desvirtuando este principio de eficacia, señalando que: «Sin embargo, cuando se analiza en qué consiste la asistencia o colaboración de la empresa privada, la forma o modo de llevarla a cabo y la retribución que ésta va a recibir por tal servicio, se cae en la cuenta de que la eficacia de la actuación administrativa se identifica más bien con un exacerbado interés recaudatorio, sin especial consideración a los derechos y garantías del contribuyente que, precisamente, encuentran una de sus más elementales defensas en el servicio con objetividad a los intereses generales al que el artículo 103.1 de la propia Constitución somete la actuación de la Administración Pública». GARCÍA MARTÍNEZ Andrés, «La participación de empresas privadas en la inspección de los tributos locales», Tributos Locales núm. 68, abril, 2007, pág. 13


	 Ver Texto 




	 (91) 

	Decreto de 24 de junio de 1955 por el que se aprueba el texto articulado de las Leyes de Bases de Régimen Local, de 17 de julio de 1945 y de 3 de diciembre de 1953.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	Como han señalado distintas STS, entre las que citaremos la del 31 de octubre de 1997 (rec. núm. 9266/1991), donde se señala que la normativa vigente exige que los recaudadores han de ser funcionarios, con la particularidad de que, cuando la Diputación tiene establecido el Servicio de Recaudación, el Ayuntamiento solo puede optar entre gestionar directamente o delegar en la Diputación. A mayor abundamiento, STS de 27 de junio de 2000 (rec. núm. 2001/1994) que declara nula la adjudicación del contrato de recaudación a una entidad privada.


	 Ver Texto 




	 (93) 

	SSTS de 5 de marzo de 1.993, y de 31 de octubre de 1997, reproduciendo parte del FJ 4º cuando el Tribunal rechaza los pliegos del contrato que traslada funciones reservadas a funcionarios en la inspección tributaria a la empresa, así: «Ni tan siquiera el personal no funcionario de la Administración Pública puede realizar las actividades que las cláusulas que se acaban de transcribir encargan al adjudicatario "privado" como para que tal encomienda pueda compadecerse con los límites establecidos por la legislación de contratos y de la función pública, general y tributaria, a la contratación de servicios en el ámbito de la gestión e inspección tributarias. La consideración de agente de la autoridad del personal inspector no se refiere a la resolución del procedimiento, sino a su actuación en las tareas de comprobación que culminan, en su caso, con las propuestas de liquidación e incoación de expediente sancionador. Malamente se pueden asignar esas funciones a empresas o agentes externos a la Administración tributaria sin invadir las competencias reservadas a sus inspectores y, por lo tanto, sin contratar a aquellos la prestación de servicios que implican directamente el ejercicio de la autoridad inherente a las potestades de tales funcionarios.» En el mismo sentido, al objeto se observe que no es ésta una cuestión que ya no cree polémica en la actualidad, STSJ País Vasco de 14 de diciembre de 2015 (rec. núm. 519/2015).


	 Ver Texto 




	 (94) 

	
Cuestión tratada en STS de 27 de junio de 2.000 (rec. núm. 2291/1994), donde en su FJ 5º: «La ejecución no debe comprender la nulidad de todos los actos nacidos al amparo del Acuerdo de Adjudicación, tales como requerimientos de pago, embargos, vías de apremio y demás actos ejecutivos que implicaran ejercicios de autoridad, realizados… desde el día de su nombramiento como recaudador municipal, por ser actos que no son consecuencia del anulado, ya que, si bien la naturaleza del procedimiento exige una combinación de actos, ésta no se produce cuando la invalidez del acto no implica, en los términos del art. 50.1 de la LPA (redacción por Ley de 17 de julio de 1958) la invalidez de los actos sucesivos del procedimiento cuando son independientes del primero… La nulidad de pleno derecho de los Acuerdos recurridos, en fase de ejecución de la STS de 26 de enero de 1990 determina la privación de sus efectos, operando la nulidad "ex tunc" (STS de 20 de marzo de 1990) incluso en los supuestos en que el vicio apreciado en el acto administrativo fuese de anulabilidad –lo que no sucede en el caso examinado– y al mantenerse las consecuencias que se hayan producido con posterioridad a la resolución judicial anulatoria, como ha reconocido la jurisprudencia de esta Sala (así, SSTS de 26 de septiembre de 1988 y 28 de noviembre de 1989), … teniendo en cuenta los siguientes razonamientos:


	
a)  La ineficacia no se transmite, en este caso, a los actos posteriores que no son consecuencia de los anulados, por no darse la necesaria causalidad con los anteriores.


	
b)  El cambio de titular puede implicar o no un posible cambio de criterio al volver a hacer un acto o cumplir un trámite, pero la eficacia de los actos posteriores de contenido económico (requerimientos de pago, embargos, vías de apremio, etc.) subsistirán con plena validez, salvo que se utilice la revisión de oficio, por tratarse de actos declarativos de derechos, o se haga uso de los recursos procedentes.




En suma, las situaciones ya consolidadas han de considerarse no susceptibles de ser revisadas como consecuencia de la nulidad declarada en las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Baleares (extinta Audiencia Territorial) y del Tribunal Supremo que han sido analizadas y que fueron el origen de los Autos impugnados, por exigencias del principio de seguridad jurídica, al tratarse de actuaciones administrativas firmes, y tampoco la nulidad puede fundamentar pretensiones de restitución de liquidaciones realizadas.»



	 Ver Texto 




	 (95) 

	Posibilidad contemplada en el art. 85 de LRBRL.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Ya nos hemos referido a las contempladas para el deudor en el art. 142 LGT, y en otros apartados de este trabajo añadiremos otras propias del mismo, y de personas distintas a él, tales como depositarios, administradores, responsables, pagadores, etc.…


	 Ver Texto 




	 (97) 

	CANTERA CUARTANGO, José Manuel, «Los derechos de los contribuyentes en el contexto actual de crisis económica», Revista el Consultor de los Ayuntamientos núm. 22/2014, Pág. 3.


	 Ver Texto 




	 (98) 

	Vid. art. 13 de LPACAP.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	Si bien este carácter vinculante no afecta a los Tribunales de Justicia ni a los Tribunales Económico-Administrativos.


	 Ver Texto 




	 (100) 

	Sin embargo, la STSJ de Canarias de 28 de octubre de 2008 (rec. núm. 527/2006) advierte que no todas las deficiencias técnicas sirven para exonerar de responsabilidad al contribuyente, y advirtiendo, en el caso que juzga, la presencia de dolo o negligencia, confirma la sanción, pese a reconocer la deficiencia técnica del programa de la AEAT, toda vez que entiende, FJ 4º; que: «Sin embargo, esta Sala no considera que el hecho de que el programa facilitado por la administración tributaria debe rellenarse en primer lugar con los datos y posteriormente consignar la modalidad individual elegida, tenga la consideración de deficiencia técnica, dado que son otras las opciones que deben ser igualmente rellenadas por los contribuyentes, entendiendo que la falta de revisión de la autoliquidación ejecutada por el recurrente, supone la concurrencia del elemento culpabilístico aun a título de negligencia».


	 Ver Texto 




	 (101) 

	Esta facultad se expresa y amplia en su ejercicio por la LPACAP, donde primeramente reconoce este derecho a conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de interesados (art. 53), y de otro, en su art. 13, el derecho general de acceso a los registros y archivos de las AAPP, en los términos previstos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.


	 Ver Texto 




	 (102) 

	
Así la obligación de abstenerse afecta a quienes deciden, a quienes asesoran, y a cualquier otra persona que participe en el procedimiento administrativo de apremio, siempre que (art. 23 LRJSP): a) Tengan interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado. b) Tengan un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.

c) Tengan amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior. d) Que hayan intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate. Y e) Que mantengan relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.



	 Ver Texto 




	 (103) 

	Que se da cuando, participando de las causas de abstención citadas, el funcionario no haya evitado participar en el proceso. En este supuesto, el interesado, y sólo él, puede instar mediante escrito la recusación del funcionario que señale, justificando las causas. En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada; si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los informes y comprobaciones que considere oportunos. Contra esta resolución no cabe recurso, sin perjuicio de que se alegue la misma en los recursos que contra la resolución del procedimiento se interpongan.


	 Ver Texto 




	 (104) 

	STS de 24 de enero de 2.013 (rec. núm. 1977/2010).


	 Ver Texto 




	 (105) 

	En el mismo sentido STSJ Comunidad Valenciana de 29 de octubre de 2.020 (rec. 1761/2009)


	 Ver Texto 




	 (106) 

	Lógicamente este es un derecho que asiste al deudor, o al interesado, no una obligación, por lo tanto, puede no personarse en el trámite de audiencia, señalando esta circunstancia la Administración, y teniendo por realizado el trámite.


	 Ver Texto 




	 (107) 

	En la Administración del Estado la figura del Defensor del Contribuyente recibe el nombre de Consejo para la Defensa del Contribuyente, estando contemplada su figura en el art. 34.2 LGT, donde: «Integrado en el Ministerio de Hacienda, el Consejo para la Defensa del Contribuyente velará por la efectividad de los derechos de los obligados tributarios, atenderá las quejas que se produzcan por la aplicación del sistema tributario que realizan los órganos del Estado y efectuará las sugerencias y propuestas pertinentes, en la forma y con los efectos que reglamentariamente se determinen.» Son ejemplos, de lo señalado, los Defensores del Contribuyente de los Ayuntamientos de Almería, Burgos, Madrid, etc…


	 Ver Texto 
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